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Tema 1 
 

DERECHO PENAL 
LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO 

PENAL 
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1.- DE LOS DELITOS: ARTS  10 A 18 C.P. 
 
Artículo 10.  
Son delitos las acciones y omisiones dolosas o imprudentes penadas por la ley. 
 
Artículo 11.  
Los delitos que consistan en la producción de un resultado sólo se entenderán cometidos por omisión 
cuando la no evitación del mismo, al infringir un especial deber jurídico del autor, equivalga, según el 
sentido del texto de la ley, a su causación. A tal efecto se equiparará la omisión a la acción: 
a) Cuando exista una específica obligación legal o contractual de actuar. 
b) Cuando el omitente haya creado una ocasión de riesgo para el bien jurídicamente protegido 
mediante una acción u omisión precedente. 
 
Artículo 12.  
Las acciones u omisiones imprudentes sólo se castigarán cuando expresamente lo disponga la  
Ley. 
 
Artículo 13.  
1. Son delitos graves las infracciones que la Ley castiga con pena grave. 
2. Son delitos menos graves las infracciones que la Ley castiga con pena menos grave. 
3. Son delitos leves las infracciones que la ley castiga con pena leve. 
4. Cuando la pena, por su extensión, pueda incluirse a la vez entre las mencionadas en los dos primeros 
números de este artículo, el delito se considerará, en todo caso, como grave. Cuando la pena, por su 
extensión, pueda considerarse como leve y como menos grave, el delito se considerará, en todo caso, 
como leve. 
 
Artículo 14.  
1. El error invencible sobre un hecho constitutivo de la infracción penal excluye la responsabilidad 
criminal. Si el error, atendidas las circunstancias del hecho y las personales del autor, fuera vencible, la 
infracción será castigada, en su caso, como imprudente.  
2. El error sobre un hecho que cualifique la infracción o sobre una circunstancia agravante, impedirá su 
apreciación. 
3. El error invencible sobre la ilicitud del hecho constitutivo de la infracción penal excluye la 
responsabilidad criminal. Si el error fuera vencible, se aplicará la pena inferior en uno o dos grados. 
 
Artículo 15.  
Son punibles el delito consumado y la tentativa de delito. 
 
Artículo 16.  
1. Hay tentativa cuando el sujeto da principio a la ejecución del delito directamente por hechos 
exteriores, practicando todos o parte de los actos que objetivamente deberían producir el resultado, y 
sin embargo éste no se produce por causas independientes de la voluntad del autor. 
2. Quedará exento de responsabilidad penal por el delito intentado quien evite voluntariamente la 
consumación del delito, bien desistiendo de la ejecución ya iniciada, bien impidiendo la producción del 
resultado, sin perjuicio de la responsabilidad en que pudiera haber incurrido por los actos ejecutados, si 
éstos fueren ya constitutivos de otro delito. 
3. Cuando en un hecho intervengan varios sujetos, quedarán exentos de responsabilidad penal aquél o 
aquéllos que desistan de la ejecución ya iniciada, e impidan o intenten impedir, seria, firme y 
decididamente, la consumación, sin perjuicio de la responsabilidad en que pudieran haber incurrido por 
los actos ejecutados, si éstos fueren ya constitutivos de otro delito. 
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Artículo 17.  
1. La conspiración existe cuando dos o más personas se conciertan para la ejecución de un delito y 
resuelven ejecutarlo. 
2. La proposición existe cuando el que ha resuelto cometer un delito invita a otra u otras personas a 
participar en él. 
3. La conspiración y la proposición para delinquir sólo se castigarán en los casos especialmente previstos 
en la ley. 
 
Artículo 18.  
1. La provocación existe cuando directamente se incita por medio de la imprenta, la radiodifusión o 
cualquier otro medio de eficacia semejante, que facilite la publicidad, o ante una concurrencia de 
personas, a la perpetración de un delito. 
Es apología, a los efectos de este Código, la exposición, ante una concurrencia de personas o por 
cualquier medio de difusión, de ideas o doctrinas que ensalcen el crimen o enaltezcan a su autor. La 
apología sólo será delictiva como forma de provocación y si por su naturaleza y circunstancias constituye 
una incitación directa a cometer un delito. 
 
2. La provocación se castigará exclusivamente en los casos en que la Ley así lo prevea. 
Si a la provocación hubiese seguido la perpetración del delito, se castigará como inducción. 
 
2.-DE LAS CAUSAS QUE EXIMEN DE LA RESPONSABILIDAD CRIMINAL: ARTS 19 Y 20 C.P. 

 
Artículo 19.  
Los menores de dieciocho años no serán responsables criminalmente con arreglo a este Código. 
Cuando un menor de dicha edad cometa un hecho delictivo podrá ser responsable con arreglo a lo 
dispuesto en la ley que regule la responsabilidad penal del menor.  
 
Artículo 20.  
Están exentos de responsabilidad criminal: 
1.º El que al tiempo de cometer la infracción penal, a causa de cualquier anomalía o alteración psíquica, 
no pueda comprender la ilicitud del hecho o actuar conforme a esa comprensión. 
El trastorno mental transitorio no eximirá de pena cuando hubiese sido provocado por el sujeto con el 
propósito de cometer el delito o hubiera previsto o debido prever su comisión. 
2.º El que al tiempo de cometer la infracción penal se halle en estado de intoxicación plena por el 
consumo de bebidas alcohólicas, drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas u otras que 
produzcan efectos análogos, siempre que no haya sido buscado con el propósito de cometerla o no se 
hubiese previsto o debido prever su comisión, o se halle bajo la influencia de un síndrome de 
abstinencia, a causa de su dependencia de tales sustancias, que le impida comprender la ilicitud del 
hecho o actuar conforme a esa comprensión. 
3.º El que, por sufrir alteraciones en la percepción desde el nacimiento o desde la infancia, tenga 
alterada gravemente la conciencia de la realidad. 
4.º El que obre en defensa de la persona o derechos propios o ajenos, siempre que concurran los 
requisitos siguientes: 
Primero. Agresión ilegítima. En caso de defensa de los bienes se reputará agresión ilegítima el ataque a 
los mismos que constituya delito y los ponga en grave peligro de deterioro o pérdida inminentes. En 
caso de defensa de la morada o sus dependencias, se reputará agresión ilegítima la entrada indebida en 
aquélla o éstas. 
Segundo. Necesidad racional del medio empleado para impedirla o repelerla. 
Tercero. Falta de provocación suficiente por parte del defensor. 
5.º El que, en estado de necesidad, para evitar un mal propio o ajeno lesione un bien jurídico de otra 
persona o infrinja un deber, siempre que concurran los siguientes requisitos: 
Primero. Que el mal causado no sea mayor que el que se trate de evitar. 
Segundo. Que la situación de necesidad no haya sido provocada intencionadamente por el sujeto. 
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Tercero. Que el necesitado no tenga, por su oficio o cargo, obligación de sacrificarse. 
6.º El que obre impulsado por miedo insuperable. 
7.º El que obre en cumplimiento de un deber o en el ejercicio legítimo de un derecho, oficio o cargo. 
En los supuestos de los tres primeros números se aplicarán, en su caso, las medidas de seguridad 
previstas en este Código. 
 
3.- CIRCUNSTANCIAS QUE ATENÚAN LA RESPONSABILIDAD CRIMINAL: ART. 21 C.P. 
 
Artículo 21.  
Son circunstancias atenuantes: 
1.ª Las causas expresadas en el capítulo anterior, cuando no concurrieren todos los requisitos necesarios 
para eximir de responsabilidad en sus respectivos casos. 
2.ª La de actuar el culpable a causa de su grave adicción a las sustancias mencionadas en el número 2.º 
del artículo anterior. 
3.ª La de obrar por causas o estímulos tan poderosos que hayan producido arrebato, obcecación u otro 
estado pasional de entidad semejante. 
4.ª La de haber procedido el culpable, antes de conocer que el procedimiento judicial se dirige contra él, 
a confesar la infracción a las autoridades. 
5.ª La de haber procedido el culpable a reparar el daño ocasionado a la víctima, o disminuir sus efectos, 
en cualquier momento del procedimiento y con anterioridad a la celebración del acto del juicio oral.  
6.ª La dilación extraordinaria e indebida en la tramitación del procedimiento, siempre que no sea 
atribuible al propio inculpado y que no guarde proporción con la complejidad de la causa. 
7.ª Cualquier otra circunstancia de análoga significación que las anteriores. 
 



 

 6  

4.- CIRCUNSTANCIAS QUE AGRAVAN LA RESPONSABILIDAD  
CRIMINAL: ART 22 C.P. 
 
Artículo 22.  
Son circunstancias agravantes: 
1.ª Ejecutar el hecho con alevosía. 
Hay alevosía cuando el culpable comete cualquiera de los delitos contra las personas empleando en la 
ejecución medios, modos o formas que tiendan directa o especialmente a asegurarla, sin el riesgo que 
para su persona pudiera proceder de la defensa por parte del ofendido. 
2.ª Ejecutar el hecho mediante disfraz, con abuso de superioridad o aprovechando las circunstancias de 
lugar, tiempo o auxilio de otras personas que debiliten la defensa del ofendido o faciliten la impunidad 
del delincuente. 
3.ª Ejecutar el hecho mediante precio, recompensa o promesa. 
4.ª Cometer el delito por motivos racistas, antisemitas u otra clase de discriminación referente a la 
ideología, religión o creencias de la víctima, la etnia, raza o nación a la que pertenezca, su sexo, 
orientación o identidad sexual, razones de género, la enfermedad que padezca o su discapacidad. 
5.ª Aumentar deliberada e inhumanamente el sufrimiento de la víctima, causando a ésta padecimientos 
innecesarios para la ejecución del delito. 
6.ª Obrar con abuso de confianza. 
7.ª Prevalerse del carácter público que tenga el culpable. 
8.ª Ser reincidente. 
Hay reincidencia cuando, al delinquir, el culpable haya sido condenado ejecutoriamente por un delito 
comprendido en el mismo título de este Código, siempre que sea de la misma naturaleza. 
A los efectos de este número no se computarán los antecedentes penales cancelados o que debieran 
serlo, ni los que correspondan a delitos leves. 
Las condenas firmes de jueces o tribunales impuestas en otros Estados de la Unión Europea producirán 
los efectos de reincidencia salvo que el antecedente penal haya sido cancelado o pudiera serlo con 
arreglo al Derecho español. 
 
5.- CIRCUNSTANCIA MIXTA DE PARENTESCO 
 
Artículo 23.  
Es circunstancia que puede atenuar o agravar la responsabilidad, según la naturaleza, los motivos y los 
efectos del delito, ser o haber sido el agraviado cónyuge o persona que esté o haya estado ligada de 
forma estable por análoga relación de afectividad, o ser ascendiente, descendiente o hermano por 
naturaleza o adopción del ofensor o de su cónyuge o conviviente. 
 
 
6.- PERSONAS CRIMINALMENTE RESPONSABLES DE LOS DELITOS: ARTS 27 A 30 C.P. 
 
Artículo 27.  
Son responsables criminalmente de los delitos los autores y los cómplices. 
 
Artículo 28.  
Son autores quienes realizan el hecho por sí solos, conjuntamente o por medio de otro del que se sirven 
como instrumento. 
También serán considerados autores: 
a) Los que inducen directamente a otro u otros a ejecutarlo. 
b) Los que cooperan a su ejecución con un acto sin el cual no se habría efectuado. 
 
Artículo 29.  
Son cómplices los que, no hallándose comprendidos en el artículo anterior, cooperan a la ejecución del 
hecho con actos anteriores o simultáneos. 
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Artículo 30.  
1. En los delitos que se cometan utilizando medios o soportes de difusión mecánicos no responderán 
criminalmente ni los cómplices ni quienes los hubieren favorecido personal o realmente. 
2. Los autores a los que se refiere el artículo 28 responderán de forma escalonada, excluyente y 
subsidiaria de acuerdo con el siguiente orden: 
1. º Los que realmente hayan redactado el texto o producido el signo de que se trate, y quienes les 
hayan inducido a realizarlo. 
2. º Los directores de la publicación o programa en que se difunda. 
3. º Los directores de la empresa editora, emisora o difusora. 
4. º Los directores de la empresa grabadora, reproductora o impresora.  
3. Cuando por cualquier motivo distinto de la extinción de la responsabilidad penal, incluso la 
declaración de rebeldía o la residencia fuera de España, no pueda perseguirse a ninguna de las personas 
comprendidas en alguno de los números del apartado anterior, se dirigirá el procedimiento contra las 
mencionadas en el número inmediatamente posterior. 
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Tema 2 
 

LEY 4/1992, DE 17 DE JULIO, DE POLICÍA DEL PAÍS VASCO. 
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CÓDIGO DEONTOLÓGICO.  

Artículo 28.   

El servicio público de policía se ejercerá con absoluto respeto a la Constitución, al Estatuto de 

Autonomía y al resto del ordenamiento jurídico, y al mismo incumbe cumplir los deberes que le impone 

la Ley, sirviendo a la comunidad y protegiendo a todas las personas contra actos ilegales que impidan el 

libre ejercicio de sus derechos y libertades.  

Artículo 29.   

Los miembros de la Policía del País Vasco respetarán la autoridad de los Tribunales, y, en el desempeño 

de su función como Policía Judicial, estarán al servicio y bajo la dependencia de la Administración de 

Justicia, en los términos que dispongan las leyes.  

Artículo 30.   

1. Los miembros de la Policía del País Vasco actuarán con absoluta neutralidad política e imparcialidad, 

y evitarán cualquier práctica abusiva o arbitraria respetando en todo momento los principios de 

igualdad y no discriminación, y los demás que se consignan en la Constitución y en la Declaración 

Universal de Derechos Humanos.  

2. Deberán actuar en todo momento con integridad y dignidad, evitando todo comportamiento que 

pueda significar pérdida de la confianza y consideración que requieren sus funciones, o comprometer el 

prestigio o eficacia del servicio o de la Administración. En particular deben abstenerse de todo acto de 

corrupción y oponerse a éstos resueltamente.  

3. En sus relaciones con los ciudadanos observarán un trato correcto y esmerado, proporcionando 

información cumplida, y tan amplia como sea posible, sobre las causas y finalidad de sus intervenciones.  

Acreditarán su condición profesional siempre que sea necesario y cuando lo demanden las personas con 

las que se relacionen en sus actuaciones.  

Artículo 31.   

En su actuación profesional se regirán por los principios de jerarquía y subordinación, debiendo respeto 

y obediencia a las autoridades y superiores jerárquicos. Ello no obstante, se abstendrán de cumplir 

órdenes que entrañen la ejecución de actos que manifiestamente constituyan delito o sean contrarios a 

las leyes, sin que en tal caso pueda ser adoptada ninguna medida disciplinaria contra ellos.  

Artículo 32.   

Deberán guardar secreto respecto a todas las informaciones que conozcan por razón o con ocasión del 

desempeño de sus funciones. salvo que el ejercicio de las mismas o las disposiciones de la Ley les 

impongan actuar de otra manera.  

Artículo 33.   
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Los miembros de la Policía del País Vasco están obligados, incluso fuera del servicio, a observar los 

deberes inherentes a su función, debiendo intervenir siempre en defensa de la Ley y de la seguridad 

ciudadana, y prestar auxilio en los casos de accidentes, calamidades públicas o desgracias particulares.  

Artículo 34.   

1. En el ejercicio de sus funciones, los miembros de la Policía del País Vasco actuarán con la 

decisión necesaria, sin recurrir a la fuerza más allá de lo razonable y rigiéndose por los principios de 

adecuación, necesidad y proporcionalidad en la utilización de los medios a su alcance.  

2. No deberán utilizar las armas salvo que exista un riesgo racionalmente grave para su vida o 

integridad física o las de terceras personas, o en aquellas circunstancias en que concurra un grave: 

riesgo para la seguridad ciudadana, y de conformidad con los principios a que se refiere el apartado 

anterior. El uso de armas de fuego se considerará como medida extrema, no debiendo emplearse salvo 

que se les ofrezca resistencia armada o se ponga en peligro de algún otro modo su vida o la de terceras 

personas, y no pueda detenerse o reducirse al agresor mediante otro tipo de medidas.  

Artículo 35.   

Cuando detengan a una persona, deberán identificarse debidamente como miembros de la Policía del 

País Vasco, y darán cumplimiento con la debida diligencia a los trámites, plazos y requisitos exigidos por 

el ordenamiento jurídico.  

Artículo 36.   

1. Los miembros de la Policía del País Vasco velarán por la vida e integridad física de las personas a 

quienes detengan o que se encuentren bajo su custodia, y respetarán su honor y dignidad y los 

derechos que legalmente les corresponden.  

2. No podrán infligir, instigar o tolerar acto alguno de tortura u otros tratos crueles, inhumanos o 

degradantes, ni invocar la orden de un superior o circunstancias especiales, como amenaza de guerra o 

de la seguridad nacional, o cualquier otra emergencia pública, como justificación.  

3. Asegurarán la plena protección de la salud de las personas bajo su custodia. Cuando el estado de las 

mismas lo requiera, les procurarán asistencia médica y seguirán las instrucciones del facultativo que les 

atienda, cuidando en todo caso que no se produzca merma alguna en las medidas de seguridad 

necesarias para garantizar su vigilancia.  

Artículo 37.   

1. Todo miembro de la Policía del País Vasco es responsable personal y directo de los actos que lleve a 

cabo en su actuación profesional infringiendo o vulnerando las normas legales y reglamentarias, sin 

perjuicio de la responsabilidad patrimonial que como consecuencia de los mismos pueda corresponder a 

la Administración.  

2. No obstante, los miembros de la Policía del País Vasco tendrán derecho a ser representados y 

defendidos por profesionales designados por la Administración Pública de la que dependan, y a cargo de 

ésta, en todas las actuaciones judiciales en que se les exijan responsabilidades por hechos cometidos en 

el ejercicio de sus funciones. Cuando la resolución jurisdiccional firme acreditare que los hechos 

causantes de la exigencia de responsabilidad se produjeron contraviniendo las normas reguladoras de la 

actuación policial, la Administración podrá ejercitar la correspondiente acción de regreso.  
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Artículo 38.   

Cuando tengan motivos fundados para creer que se ha producido o va a producirse una violación del 

presente código, informarán a sus superiores y, si fuera necesario, a cualquier autoridad que tenga 

atribuciones correctivas.  
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Tema 3 
 

Ley 4/2005, de 18 de febrero, para la igualdad de mujeres y 
hombres. 
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TITULO PRELIMINAR 

Artículo 1. Objeto. 

La presente Ley tiene por objeto establecer los principios generales que han de presidir la actuación de 
los poderes públicos en materia de igualdad de mujeres y hombres, así como regular un conjunto de 
medidas dirigidas a promover y garantizar la igualdad de oportunidades y trato de mujeres y hombres 
en todos los ámbitos de la vida y, en particular, a promover la autonomía y a fortalecer la posición 
social, económica y política de aquéllas. Todo ello con el fin último de lograr una sociedad igualitaria en 
la que todas las personas sean libres, tanto en el ámbito público como en el privado, para desarrollar sus 
capacidades personales y tomar decisiones sin las limitaciones impuestas por los roles tradicionales en 
función del sexo, y en la que se tengan en cuenta, valoren y potencien por igual las distintas conductas, 
aspiraciones y necesidades de mujeres y hombres. 

 

Artículo 2. Ámbito de aplicación. 

1. La presente Ley será de aplicación a todas las administraciones públicas vascas, con las salvedades 
que a lo largo de ella se establezcan. 

2. Se entiende por Administración pública vasca, a los efectos de esta Ley: 

a. La Administración de la Comunidad Autónoma, sus organismos autónomos y los entes públicos 
dependientes o vinculados a aquélla. 

b. La Administración foral, sus organismos autónomos y los entes públicos dependientes o 
vinculados a aquélla. 

c. La Administración local, sus organismos autónomos y los entes públicos dependientes o 
vinculados a aquélla. 

3. Los principios generales del artículo 3 y los artículos 16, 18.4 y 23 son de aplicación a todos los 
poderes públicos vascos, así como a las entidades privadas que suscriban contratos o convenios de 
colaboración con cualquiera de ellos o sean beneficiarias de ayudas o subvenciones concedidas por 
ellos. 

4. Asimismo, la presente Ley se aplica a las Universidades vascas y al sector privado en los términos que 
a lo largo de ella se establecen. 

Artículo 3. Principios generales. 

Los principios generales que deben regir y orientar la actuación de los poderes públicos vascos en 
materia de igualdad de mujeres y hombres son los siguientes: la igualdad de trato; la igualdad de 
oportunidades; el respeto a la diversidad y a la diferencia; la integración de la perspectiva de género; la 
acción positiva; la eliminación de roles y estereotipos en función del sexo; la representación equilibrada 
y la coordinación y colaboración. 

1. Igualdad de trato. 
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Se prohíbe toda discriminación basada en el sexo de las personas, tanto directa como indirecta 
y cualquiera que sea la forma utilizada para ello. 

A los efectos de esta Ley: 

a. Existirá discriminación directa cuando una persona sea, haya sido o pudiera ser tratada 
de manera menos favorable que otra en situación análoga por razón de su sexo o de 
circunstancias directamente relacionadas con el sexo, como el embarazo o la 
maternidad. Sin perjuicio de su tipificación como delito, el acoso sexista en el trabajo 
tiene la consideración de discriminación directa por razón de sexo. 

b. Existirá discriminación indirecta cuando un acto jurídico, criterio o práctica 
aparentemente neutra perjudique a una proporción sustancialmente mayor de 
miembros de un mismo sexo, salvo que dicho acto jurídico, criterio o práctica resulte 
adecuada y necesaria y pueda justificarse con criterios objetivos que no estén 
relacionados con el sexo. 

c. No se considerarán constitutivas de discriminación por razón de sexo las medidas que, 
aunque planteen un tratamiento diferente para las mujeres y los hombres, tienen una 
justificación objetiva y razonable, entre las que se incluyen aquellas que se 
fundamentan en la acción positiva para las mujeres, en la necesidad de una protección 
especial de los sexos por motivos biológicos, o en la promoción de la incorporación de 
los hombres al trabajo doméstico y de cuidado de las personas. 

Los poderes públicos vascos no podrán conceder ningún tipo de ayuda o subvención a ninguna 
actividad que sea discriminatoria por razón de sexo, ni tampoco a aquellas personas físicas y 
jurídicas que hayan sido sancionadas administrativa o penalmente por incurrir en 
discriminación por razón de sexo, durante el período impuesto en la correspondiente sanción. 

Los poderes públicos vascos garantizarán el ejercicio efectivo de los derechos fundamentales 
de aquellas mujeres o grupos de mujeres que sufran una múltiple discriminación por concurrir 
en ellas otros factores que puedan dar lugar a situaciones de discriminación, como la raza, 
color, origen étnico, lengua, religión, opiniones políticas o de otro tipo, pertenencia a una 
minoría nacional, patrimonio, nacimiento, discapacidad, edad, orientación sexual o cualquier 
otra condición o circunstancia personal o social. 

2. Igualdad de oportunidades. 

Los poderes públicos vascos deben adoptar las medidas oportunas para garantizar el ejercicio 
efectivo por parte de mujeres y hombres, en condiciones de igualdad, de los derechos políticos, 
civiles, económicos, sociales y culturales y del resto de derechos fundamentales que puedan ser 
reconocidos en las normas, incluido el control y acceso al poder y a los recursos y beneficios 
económicos y sociales. A efectos de esta Ley, la igualdad de oportunidades se ha de entender 
referida no sólo a las condiciones de partida o inicio en el acceso al poder y a los recursos y 
beneficios, sino también a las condiciones para el ejercicio y control efectivo de aquéllos. 

Asimismo, los poderes públicos vascos garantizarán que el ejercicio efectivo de los derechos y 
el acceso a los recursos regulados en esta Ley no se vea obstaculizado o impedido por la 
existencia de barreras cuya eliminación se contemple en la Ley 20/1997, de 4 de diciembre, 
para la Promoción de la Accesibilidad. 

3. Respeto a la diversidad y a la diferencia. 
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Los poderes públicos han de poner los medios necesarios para que el proceso hacia la igualdad 
de sexos se realice respetando tanto la diversidad y las diferencias existentes entre mujeres y 
hombres en cuanto a su biología, condiciones de vida, aspiraciones y necesidades, como la 
diversidad y diferencias existentes dentro de los propios colectivos de mujeres y de hombres. 

4. Integración de la perspectiva de género. 

Los poderes públicos vascos han de incorporar la perspectiva de género en todas sus políticas y 
acciones, de modo que establezcan en todas ellas el objetivo general de eliminar las 
desigualdades y promover la igualdad de mujeres y hombres. 

A efectos de esta Ley, se entiende por integración de la perspectiva de género la consideración 
sistemática de las diferentes situaciones, condiciones, aspiraciones y necesidades de mujeres y 
hombres, incorporando objetivos y actuaciones específicas dirigidas a eliminar las 
desigualdades y promover la igualdad en todas las políticas y acciones, a todos los niveles y en 
todas sus fases de planificación, ejecución y evaluación. 

5. Acción positiva. 

Para promover la consecución de la igualdad real y efectiva de mujeres y hombres, los poderes 
públicos deben adoptar medidas específicas y temporales destinadas a eliminar o reducir las 
desigualdades de hecho por razón de sexo existentes en los diferentes ámbitos de la vida. 

6. Eliminación de roles y estereotipos en función del sexo. 

Los poderes públicos vascos deben promover la eliminación de los roles sociales y estereotipos 
en función del sexo sobre los que se asienta la desigualdad entre mujeres y hombres y según 
los cuales se asigna a las mujeres la responsabilidad del ámbito de lo doméstico y a los hombres 
la del ámbito público, con una muy desigual valoración y reconocimiento económico y social. 

7. Representación equilibrada. 

Los poderes públicos vascos han de adoptar las medidas oportunas para lograr una presencia 
equilibrada de mujeres y hombres en los distintos ámbitos de toma de decisiones. 

A los efectos de esta Ley, se considera que existe una representación equilibrada en los 
órganos administrativos pluripersonales cuando los dos sexos están representados al menos al 
40%. 

8. Colaboración y coordinación. 

Los poderes públicos vascos tienen la obligación de colaborar y coordinar sus actuaciones en 
materia de igualdad de mujeres y hombres para que sus intervenciones sean más eficaces y 
acordes con una utilización racional de los recursos. 

Asimismo, han de promover la colaboración y el trabajo en común con otras instituciones y 
entidades de Euskal Herria y de fuera de ella con el fin de garantizar a toda la ciudadanía vasca 
la igualdad de mujeres y hombres. 



 

 16  

TÍTULO I – Competencias, funciones, organización y financiación 

CAPÍTULO I.COMPETENCIAS Y FUNCIONES. 

Artículo 4. Disposiciones generales. 

1. Corresponde a las instituciones comunes de la Comunidad Autónoma de Euskadi la competencia 
legislativa, la de desarrollo normativo y la acción directa en materia de igualdad de mujeres y hombres. 

2. A los efectos de la presente Ley, se considera acción directa la competencia de ejecución respecto a 
aquellas funciones, programas o servicios que por su interés general o por sus específicas condiciones 
técnicas, económicas o sociales tengan que ser prestados con carácter unitario en todo el territorio de la 
Comunidad Autónoma de Euskadi. 

3. Sin perjuicio de la acción directa de las instituciones comunes de la Comunidad Autónoma, la 
ejecución de las normas en materia de igualdad de mujeres y hombres corresponde a los órganos 
forales de los territorios históricos y a la Administración local, de acuerdo con lo dispuesto en la 
presente Ley y en la normativa que la desarrolle. 

Artículo 5. De la Administración de la Comunidad Autónoma. 

La competencia de las instituciones comunes en materia de igualdad de mujeres y hombres se concreta, 
por lo que respecta a la Administración de la Comunidad Autónoma, en las siguientes funciones: 

a. Adecuación y creación de estructuras, programas y procedimientos para integrar la 
perspectiva de género en su actividad administrativa. 

b. Planificación general y elaboración de normas y directrices generales en materia de igualdad 
de mujeres y hombres. 

c. Diseño y ejecución de medidas de acción positiva y de programas y servicios que tengan que 
ser realizados con carácter unitario para toda la Comunidad Autónoma de Euskadi. 

d. Evaluación de las políticas de igualdad en el ámbito de Comunidad Autónoma de Euskadi y 
del grado de cumplimiento de la presente Ley. 

e. Impulso de la colaboración entre las actuaciones de las diferentes administraciones públicas 
vascas en materia de igualdad de mujeres y hombres. 

f. Establecimiento de las condiciones mínimas básicas y comunes, por lo que respecta a sus 
funciones y a la capacitación de su personal, de las diferentes entidades, órganos y unidades 
competentes en materia de igualdad de mujeres y hombres. 

g. Planificación y diseño de la metodología para adecuar las estadísticas al principio de 
igualdad, así como adecuación y mantenimiento de estadísticas actualizadas que permitan un 
conocimiento de la situación diferencial entre mujeres y hombres en los diferentes ámbitos de 
intervención autonómica. 

h. Realización de estudios e investigaciones sobre la situación de mujeres y hombres que deban 
hacerse con carácter unitario para toda la Comunidad Autónoma vasca y para toda Euskal 
Herria. 
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i. Realización de actividades de sensibilización sobre la situación de desigualdad de mujeres y 
hombres, y sobre las medidas necesarias para promover la igualdad, cuando se hayan de 
realizar con carácter unitario para toda la Comunidad Autónoma Vasca y para toda Euskal 
Herria. 

j. Seguimiento de la normativa autonómica y su aplicación de acuerdo con el principio de 
igualdad entre mujeres y hombres. 

k. Asistencia técnica especializada en materia de igualdad de mujeres y hombres a las entidades 
locales, al resto de poderes públicos vascos y a la iniciativa privada. 

l. Establecimiento de los requisitos y las condiciones mínimas básicas y comunes aplicables a la 
homologación de entidades para prestación de servicios en materia de igualdad de mujeres y 
hombres. 

m. Establecimiento de medidas de fomento a fin de dotar a las empresas y organizaciones de 
recursos materiales, económicos y personales para el desarrollo de planes, programas y 
actividades dirigidas a la consecución de la igualdad de mujeres y hombres. 

n. Prestación de programas o servicios con el objetivo de garantizar el acceso a los derechos 
sociales básicos de las mujeres que sufren discriminación múltiple, que por su naturaleza hayan 
de prestarse con carácter unitario para toda la Comunidad. 

ñ. Establecimiento de recursos y servicios sociocomunitarios para la conciliación de la vida 
personal, laboral y familiar de mujeres y hombres, que por su naturaleza hayan de prestarse 
con carácter unitario para toda la Comunidad. 

o. Establecimiento de relaciones y cauces de participación y colaboración con asociaciones, con 
la iniciativa privada y con organismos e instituciones de la Comunidad Autónoma y del resto de 
Euskal Herria, así como de otras comunidades autónomas, del Estado y del ámbito 
internacional. 

p. Investigación y detección de situaciones de discriminación por razón de sexo y adopción de 
medidas para su erradicación. 

q. Ejercicio de la potestad sancionadora. 

r. Cualquier otra función incluida en la presente Ley o que le sea encomendada en el ámbito de 
su competencia. 

Artículo 6. De las administraciones forales. 

En materia de igualdad de mujeres y hombres y en el ámbito de sus respectivos territorios históricos, 
corresponden a las administraciones forales las siguientes funciones: 

a. Adecuación y creación de estructuras, programas y procedimientos para integrar la perspectiva 
de género en su actividad administrativa. 

b. Ejecución de medidas de acción positiva en su ámbito territorial. 
c. Programación en su ámbito territorial dentro del marco de la planificación general del Gobierno 

de la Comunidad Autónoma del País Vasco. 
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d. Adecuación y mantenimiento de estadísticas actualizadas que permitan un conocimiento de la 
situación diferencial entre mujeres y hombres en los diferentes ámbitos de intervención foral. 

e. Realización de estudios e investigaciones sobre la situación de mujeres y hombres en su ámbito 
territorial. 

f. Realización, en su ámbito territorial, de actividades de sensibilización sobre la situación de 
desigualdad entre mujeres y hombres y sobre las medidas necesarias para promover la 
igualdad. 

g. Seguimiento de la legislación foral y de su aplicación de acuerdo con el principio de igualdad de 
mujeres y hombres. 

h. Establecimiento de medidas de fomento a fin de dotar a los ayuntamientos y demás entidades 
locales de recursos materiales, económicos y personales para el desarrollo de programas y 
actividades dirigidas a la consecución de la igualdad de mujeres y hombres. 

i. Prestación de programas o servicios con el objetivo de garantizar el acceso a los derechos 
sociales básicos de las mujeres que sufren discriminación múltiple, que por su naturaleza hayan 
de prestarse con carácter supramunicipal. 

j. Establecimiento de recursos y servicios sociocomunitarios tendentes a favorecer la conciliación 
de la vida personal, laboral y familiar de mujeres y hombres, que por su naturaleza hayan de 
prestarse con carácter supramunicipal. 

k. Establecimiento de relaciones y cauces de participación y colaboración con entidades públicas y 
privadas que en razón de sus fines o funciones contribuyan en su ámbito territorial a la 
consecución de la igualdad de mujeres y hombres. 

l. Detección de situaciones de discriminación por razón de sexo que se produzcan en su territorio 
y adopción de medidas para su erradicación. 

m. Cualquier otra función que en el ámbito de su competencia se les pudiera encomendar. 

Artículo 7. De la administración local. 

1. En materia de igualdad de mujeres y hombres corresponden a los ayuntamientos de la Comunidad 
Autónoma de Euskadi, individualmente o a través de las mancomunidades de que formen parte o que se 
constituyan a los fines de la presente Ley, las siguientes funciones: 

a. Adecuación y creación de estructuras, programas y procedimientos para integrar la perspectiva 
de género en su Administración. 

b. Ejecución de medidas de acción positiva en el ámbito local. 
c. Programación en el ámbito local en el marco de la planificación general del Gobierno y la 

programación de las respectivas diputaciones forales. 
d. Adecuación y mantenimiento de estadísticas actualizadas que permitan un conocimiento de la 

situación diferencial entre mujeres y hombres en los diferentes ámbitos de intervención local. 
e. Realización de estudios e investigaciones sobre la situación de mujeres y hombres en el ámbito 

local. 
f. Realización en el ámbito local de actividades de sensibilización sobre la situación de 

desigualdad entre mujeres y hombres y sobre las medidas necesarias para promover la 
igualdad. 

g. Seguimiento de la normativa local y de su aplicación de acuerdo con el principio de igualdad de 
mujeres y hombres. 

h. Información y orientación a la ciudadanía, y en especial a las mujeres, sobre recursos y 
programas relativos a la igualdad de mujeres y hombres y sobre programas o servicios dirigidos 
a garantizar el acceso a los derechos sociales básicos de las mujeres que sufren discriminación 
múltiple. 

i. Prestación de programas o servicios con el objetivo de garantizar el acceso a los derechos 
sociales básicos de las mujeres que sufren discriminación múltiple, que por su naturaleza hayan 
de prestarse con carácter municipal. 
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j. Establecimiento de recursos y servicios sociocomunitarios para la conciliación de la vida 
personal, laboral y familiar de mujeres y hombres, que por su naturaleza hayan de prestarse 
con carácter municipal. 

k. Establecimiento de relaciones y cauces de participación y colaboración con entidades públicas y 
privadas que en razón de sus fines o funciones contribuyan en el ámbito local a la consecución 
de la igualdad de mujeres y hombres. 

l. Detección de situaciones de discriminación por razón de sexo que se produzcan en el ámbito 
local y adopción de medidas para su erradicación. 

m. Cualquier otra función que en el ámbito de su competencia se les pudiera encomendar. 

2. Para facilitar el ejercicio efectivo de las funciones señaladas en el párrafo anterior por parte de las 
administraciones locales, éstas contarán con asistencia técnica de la Administración de la Comunidad 
Autónoma y con las oportunas medidas de fomento de las correspondientes administraciones forales. 

Artículo 8. De la homologación de entidades. 

1. En aquellos casos en que sea necesario que las administraciones públicas vascas concierten con la 
iniciativa privada la prestación de servicios en materia de igualdad de mujeres y hombres, las empresas 
y entidades de consultoría que presten dichos servicios han de ser homologadas por la administración 
pública correspondiente con carácter previo a su concertación. 

2. El Gobierno Vasco fijará reglamentariamente los requisitos y las condiciones mínimas básicas y 
comunes aplicables a la homologación de entidades privadas para la prestación de servicios en materia 
de igualdad de mujeres y hombres, que atenderán, en cualquier caso, a criterios de calidad y eficacia del 
servicio. 

CAPÍTULO  II. ORGANIZACIÓN INSTITUCIONAL Y COORDINACIÓN ENTRE LAS ADMINISTRACIONES 
PÚBLICAS VASCAS. 

SECCIÓN I. ORGANISMOS DE IGUALDAD. 

Artículo 9. Administración de la Comunidad Autónoma. 

Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer es el organismo encargado del impulso, asesoramiento, 
planificación y evaluación de las políticas de igualdad de mujeres y hombres en el ámbito de la 
Comunidad Autónoma de Euskadi, y su régimen jurídico es el establecido en su Ley de creación. 

Artículo 10. Administraciones forales y locales. 

1. Las administraciones forales y locales, en el ámbito de sus competencias de autoorganización, han de 
adecuar sus estructuras de modo que exista en cada una de ellas al menos una entidad, órgano o unidad 
administrativa que se encargue del impulso, programación, asesoramiento y evaluación de las políticas 
de igualdad de mujeres y hombres en sus respectivos ámbitos territoriales de actuación. 

2. Dichas entidades, órganos o unidades administrativas han de ejercer, en su ámbito territorial, al 
menos las siguientes funciones: 

a. Diseño de la programación o planificación en materia de igualdad, así como de los 
correspondientes mecanismos de seguimiento y evaluación. 

b. Diseño e impulso de medidas específicas de acción positiva. 
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c. Impulso de la incorporación de la perspectiva de género en todas las políticas, programas y 
acciones de su respectiva Administración, a todos los niveles y en todas sus fases. 

d. Asesoramiento y colaboración con los departamentos y demás entes y órganos dependientes 
de su respectiva Administración en materia de igualdad de mujeres y hombres. 

e. Sensibilización a la ciudadanía residente en su ámbito territorial sobre la situación de 
desigualdad entre mujeres y hombres y sobre las medidas necesarias para promover la 
igualdad, teniendo en cuenta las situaciones de discriminación múltiple. 

f. Impulso y propuesta para la adaptación y creación por parte de su respectiva Administración de 
programas y servicios específicos dirigidos a garantizar el acceso a los derechos sociales básicos 
de las mujeres que sufren discriminación múltiple. 

g. Impulso y propuesta para la creación y adecuación de recursos y servicios sociocomunitarios 
tendentes a favorecer la conciliación de la vida personal, laboral y familiar de mujeres y 
hombres. 

h. Detección de las posibles situaciones de discriminación existentes en su ámbito territorial y 
diseño e impulso de medidas para su erradicación. 

i. Establecimiento de relaciones y cauces de participación y colaboración con entidades públicas y 
privadas que en razón de sus fines o funciones contribuyan a la consecución de la igualdad de 
mujeres y hombres. 

j. Diagnóstico de las necesidades de formación en materia de igualdad de mujeres y hombres del 
personal adscrito a su Administración y propuesta del tipo de formación requerido en cada 
caso, así como los criterios y prioridades de acceso a aquélla. 

k. Interlocución con entidades, órganos y unidades competentes en materia de igualdad de 
mujeres y hombres, y en especial con Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer. 

l. Cualesquiera otras incluidas en esta Ley o que les sean encomendadas en el ámbito de su 
competencia. 

SECCIÓN II. UNIDADES PARA LA IGUALDAD. 

Artículo 11. Unidades para la igualdad de mujeres y hombres. 

1. La Administración de la Comunidad Autónoma ha de adecuar sus estructuras de modo que en cada 
uno de sus departamentos exista, al menos, una unidad administrativa que se encargue del impulso, 
coordinación y colaboración con las distintas direcciones y áreas del Departamento y con los organismos 
autónomos, entes públicos y órganos adscritos al mismo, para la ejecución de lo dispuesto en esta Ley y 
en el plan para la igualdad aprobado por el Gobierno Vasco. Dichas unidades tendrán una posición 
orgánica y una relación funcional adecuada, así como una dotación presupuestaria suficiente para el 
cumplimiento de sus fines. 

2. Reglamentariamente se determinarán las funciones mínimas que habrán de ejercer las unidades 
administrativas referidas en el párrafo anterior. 

3. Reglamentariamente se determinarán también los organismos autónomos y demás entes públicos 
que habrán de disponer de unidades administrativas que se encarguen del impulso y coordinación de la 
ejecución de las medidas previstas en esta Ley y en el plan para la igualdad previsto en el párrafo 1 del 
artículo 15. En otro caso, las unidades de los correspondientes departamentos asumirán sus funciones 
también respecto a los organismos autónomos y demás entes a ellos adscritos. 

SECCIÓN III. ÓRGANOS DE COORDINACIÓN. 

Artículo 12. Comisión Interinstitucional para la Igualdad de Mujeres y Hombres. 
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1. Se crea la Comisión Interinstitucional para la Igualdad de Mujeres y Hombres como órgano encargado 
de la coordinación de las políticas y programas que, en materia de igualdad de mujeres y hombres, 
desarrollen la Administración autonómica, la foral y la local. Dicha comisión estará presidida por la 
directora de Emakunde. 

2. La Comisión Interinstitucional para la Igualdad de Mujeres y Hombres se adscribe a Emakunde-
Instituto Vasco de la Mujer. 

3. La composición, funciones, organización y régimen de funcionamiento de la Comisión 
Interinstitucional para la Igualdad de Mujeres y Hombres serán los que se determinen 
reglamentariamente, y en ella deberán estar representados a partes iguales Gobierno Vasco, 
diputaciones forales y ayuntamientos. 

 

Artículo 13. Comisión Interdepartamental para la Igualdad de Mujeres y Hombres. 

1. La Comisión Interdepartamental para la Igualdad de Mujeres y Hombres es el órgano de coordinación 
de las actuaciones del Gobierno Vasco en materia de igualdad de mujeres y hombres, adscrito a 
Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer. 

2. Sus funciones, composición, organización y régimen de funcionamiento serán las que se determinen 
reglamentariamente. 

TÍTULO II – Medidas para la integracion de la perspectiva de género en la actuación de los poderes y 
las administraciones públicas vascas 

CAPÍTULO I.PLANIFICACIÓN. 

Artículo 15. Planes para la igualdad de mujeres y hombres. 

1. El Gobierno Vasco aprobará cada legislatura, y en un plazo de seis meses desde su inicio, un plan 
general que recoja de forma coordinada y global las líneas de intervención y directrices que deben 
orientar la actividad de los poderes públicos vascos en materia de igualdad de mujeres y hombres. En la 
elaboración de dicho plan el Gobierno Vasco ha de posibilitar la participación del resto de 
administraciones públicas vascas. 

2. En el desarrollo de las mencionadas líneas de intervención y directrices del plan general previsto en el 
párrafo 1, cada departamento del Gobierno Vasco elaborará sus propios planes o programas de 
actuación. 

3. Las diputaciones forales y los ayuntamientos aprobarán planes o programas para la igualdad, de 
acuerdo con las líneas de intervención y directrices establecidas en la planificación general del Gobierno 
Vasco, y garantizarán, mediante los recursos materiales, económicos y humanos necesarios, que en 
cada uno de sus departamentos, organismos autónomos y otros entes públicos dependientes o 
vinculados se ejecuten de forma efectiva y coordinada las medidas previstas en los mencionados planes 
y en esta Ley. Los ayuntamientos podrán realizar dichas actuaciones de manera individual o a través de 
las mancomunidades de que formen parte o constituyan a estos efectos, y contarán para ello con la 
asistencia técnica del Gobierno Vasco y con la asistencia económica de las correspondientes 
diputaciones forales, especialmente los de menor capacidad económica y de gestión. 
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4. Antes de su aprobación, los planes o programas referidos en los dos párrafos anteriores han de ser 
informados por Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer en lo relativo a la adecuación de sus contendidos 
a las líneas de intervención y directrices previstas en el plan general que el Gobierno Vasco ha de 
aprobar al comienzo de cada legislatura, según lo dispuesto en el párrafo 1. 

CAPÍTULO II.ESTADÍSTICAS Y ESTUDIOS. 

Artículo 16. Adecuación de las estadísticas y estudios. 

Al objeto de hacer efectivas las disposiciones contenidas en esta Ley y que se garantice la integración de 
modo efectivo de la perspectiva de género en su actividad ordinaria, los poderes públicos vascos en la 
elaboración de sus estudios y estadísticas, deben: 

a. Incluir sistemáticamente la variable de sexo en las estadísticas, encuestas y recogida de datos 
que lleven a cabo. 

b. Establecer e incluir en las operaciones estadísticas nuevos indicadores que posibiliten un mejor 
conocimiento de las diferencias en los valores, roles, situaciones, condiciones, aspiraciones y 
necesidades de mujeres y hombres, su manifestación e interacción en la realidad que se vaya a 
analizar. 

c. Diseñar e introducir los indicadores y mecanismos necesarios que permitan el conocimiento de 
la incidencia de otras variables cuya concurrencia resulta generadora de situaciones de 
discriminación múltiple en los diferentes ámbitos de intervención. 

d. Realizar muestras lo suficientemente amplias como para que las diversas variables incluidas 
puedan ser explotadas y analizadas en función de la variable de sexo. 

e. Explotar los datos de que disponen de modo que se puedan conocer las diferentes situaciones, 
condiciones, aspiraciones y necesidades de mujeres y hombres en los diferentes ámbitos de 
intervención. 

f. Revisar y, en su caso, adecuar las definiciones estadísticas existentes con objeto de contribuir al 
reconocimiento y valoración del trabajo de las mujeres y evitar la estereotipación negativa de 
determinados colectivos de mujeres. 

Sólo excepcionalmente, y mediante informe motivado y aprobado por el órgano competente, podrá 
justificarse el incumplimiento de alguna de las obligaciones anteriormente especificadas. 

CAPÍTULO III. CAPACITACIÓN DEL PERSONAL. 

Artículo 17. Capacitación del personal al servicio de las administraciones públicas vascas. 

1. Las administraciones públicas vascas han de adoptar las medidas necesarias para una formación 
básica, progresiva y permanente en materia de igualdad de mujeres y hombres de su personal, a fin de 
hacer efectivas las disposiciones contenidas en esta Ley y que se garantice un conocimiento práctico 
suficiente que permita la integración efectiva de la perspectiva de género en la actuación administrativa. 

2. Al objeto de dar cumplimiento a lo establecido en el párrafo anterior, las administraciones públicas 
vascas han de elaborar y ejecutar planes de formación en materia de igualdad de mujeres y hombres 
para el personal a su servicio, así como realizar actividades de sensibilización para las personas con 
responsabilidad política. 

3. Asimismo, las administraciones públicas vascas deben garantizar la experiencia y/o capacitación 
específica del personal técnico que vaya a ocupar plazas entre cuyas funciones se incluyan impulsar y 
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diseñar programas y prestar asesoramiento técnico en materia de igualdad de mujeres y hombres, 
estableciendo requisitos específicos de conocimientos en dicha materia para el acceso a las mismas. 

4. En los temarios de los procesos de selección para el acceso al empleo público, las administraciones 
públicas vascas han de incluir contenidos relativos al principio de igualdad de mujeres y hombres y su 
aplicación a la actividad administrativa. 

CAPÍTULO IV. MEDIDAS PARA PROMOVER LA IGUALDAD EN LA NORMATIVA Y ACTIVIDAD 
ADMINISTRATIVA. 

Artículo 18. Disposiciones generales. 

1. Los poderes públicos vascos han de tener en cuenta de manera activa el objetivo de la igualdad de 
mujeres y hombres en la elaboración y aplicación de las normas, así como de los planes, programas y 
otros instrumentos de formulación de políticas públicas, de los programas subvencionales y de los actos 
administrativos. 

2. Para el cumplimiento de lo dispuesto en el apartado primero de este artículo, los departamentos, 
organismos autónomos y entes públicos dependientes de las administraciones públicas vascas o 
vinculados a ellas han de ajustarse a lo establecido en los artículos 19 a 22 de esta Ley, sin perjuicio de la 
adecuación a las necesidades organizativas y funcionales que las instituciones forales y locales realicen 
en el ejercicio de sus competencias y de las especificidades formales y materiales que caracterizan a sus 
normas. 

3. En la realización de la evaluación previa de impacto en función del género y la introducción de 
medidas para eliminar desigualdades y promover la igualdad que se prevén en los artículos 19 a 20 de 
esta Ley, se ha de tener en cuenta la influencia que, en las diferencias entre mujeres y hombres, tienen 
los factores señalados en el último inciso del párrafo 1 del artículo 3. 

4. Los poderes públicos vascos deben hacer un uso no sexista de todo tipo de lenguaje en los 
documentos y soportes que produzcan directamente o a través de terceras personas o entidades. 

 

Artículo 19. Evaluación previa del impacto en función del género. 

1. Antes de acometer la elaboración de una norma o acto administrativo, el órgano administrativo que 
lo promueva ha de evaluar el impacto potencial de la propuesta en la situación de las mujeres y en los 
hombres como colectivo. Para ello, ha de analizar si la actividad proyectada en la norma o acto 
administrativo puede tener repercusiones positivas o adversas en el objetivo global de eliminar las 
desigualdades entre mujeres y hombres y promover su igualdad. 

2. El Gobierno Vasco ha de aprobar, a propuesta de Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer, normas o 
directrices en las que se indiquen las pautas que se deberán seguir para la realización de la evaluación 
previa del impacto en función del género referida en el párrafo anterior, así como las normas o actos 
administrativos que quedan excluidos de la necesidad de hacer la evaluación y el resto de los trámites 
previstos en los artículos siguientes. 

Artículo 20. Medidas para eliminar desigualdades y promover la igualdad. 
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1. En función de la evaluación de impacto realizada, en el proyecto de norma o acto administrativo se 
han de incluir medidas dirigidas a neutralizar su posible impacto negativo en la situación de las mujeres 
y hombres considerados como colectivo, así como a reducir o eliminar las desigualdades detectadas y a 
promover la igualdad de sexos. 

2. Sin perjuicio de otras medidas que se consideren oportunas, las administraciones públicas vascas, en 
la normativa que regula las subvenciones y en los supuestos en que así lo permita la legislación de 
contratos, incluirán entre los criterios de adjudicación uno que valore la integración de la perspectiva de 
género en la oferta presentada y en el proyecto o actividad subvencionada. En los mismos supuestos, 
entre los criterios de valoración de la capacidad técnica de los candidatos o licitadores y, en su caso, 
entre los requisitos que deberán reunir los beneficiarios de subvenciones, valorarán la trayectoria de los 
mismos en el desarrollo de políticas o actuaciones dirigidas a la igualdad de mujeres y hombres. 

Asimismo, con sujeción a la legislación de contratos y a lo previsto en el apartado siguiente, se 
contemplará, como condición de ejecución del contrato, la obligación del adjudicatario de aplicar, al 
realizar la prestación, medidas tendentes a promover la igualdad de hombres y mujeres. 

3. El Consejo de Gobierno, en la Administración general de la Comunidad Autónoma, así como los 
órganos equivalentes del resto de las administraciones públicas, y en su defecto, para el caso de los 
expedientes contractuales, los órganos de contratación, establecerán los tipos o características de las 
contrataciones y subvenciones en los que corresponda aplicar las medidas contempladas en el apartado 
anterior, teniendo en cuenta la normativa aplicable, los diferentes objetos contractuales y la convivencia 
o compatibilidad y coordinación con la aplicación de otras políticas públicas en el ámbito contractual y 
subvencional. El Gobierno Vasco establecerá reglamentariamente indicadores para facilitar la valoración 
del cumplimiento del criterio o cláusula referida en el apartado anterior, entre los que se han de incluir 
el de elaborar y ejecutar planes o programas para la igualdad de mujeres y hombres y disponer del 
reconocimiento como entidad colaboradora en igualdad de mujeres y hombres previsto en el artículo 
41. 

4. Sin perjuicio de otras medidas que se consideren oportunas, las normas que regulen los procesos 
selectivos de acceso, provisión y promoción en el empleo público deben incluir: 

a. Una cláusula por la que, en caso de existir igualdad de capacitación, se dé prioridad a las 
mujeres en aquellos cuerpos, escalas, niveles y categorías de la Administración en los que la 
representación de éstas sea inferior al 40%, salvo que concurran en el otro candidato motivos 
que, no siendo discriminatorios por razón de sexo, justifiquen la no aplicación de la medida, 
como la pertenencia a otros colectivos con especiales dificultades para el acceso y promoción 
en el empleo. 

Los órganos competentes en materia de función pública de las correspondientes 
administraciones públicas han de disponer de estadísticas adecuadas y actualizadas que 
posibiliten la aplicación de lo dispuesto en el apartado a. 

b. Una cláusula por la que se garantice en los tribunales de selección una representación 
equilibrada de mujeres y hombres con capacitación, competencia y preparación adecuada. 

5. Sin perjuicio de otras medidas que se consideren oportunas, las normas que vayan a regular los 
jurados creados para la concesión de cualquier tipo de premio promovido o subvencionado por la 
Administración, así como las que regulen órganos afines habilitados para la adquisición de fondos 
culturales y/o artísticos, deben incluir una cláusula por la que se garantice en los tribunales de selección 
una representación equilibrada de mujeres y hombres con capacitación, competencia y preparación 
adecuada. 
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6. A los efectos de lo señalado en los dos párrafos anteriores, se considera que existe una 
representación equilibrada cuando en los tribunales, jurados u órganos afines de más de cuatro 
miembros cada sexo está representado al menos al 40%. En el resto, cuando los dos sexos estén 
representados. 

7. El órgano administrativo que promueva la norma o disposición administrativa habrá de establecer 
indicadores que permitan realizar la evaluación del grado de cumplimiento y de la efectividad de las 
medidas referidas en los párrafos anteriores, de cara a la consecución del objetivo de eliminar las 
desigualdades y promover la igualdad de mujeres y hombres. 

8. Sólo excepcionalmente, y mediante informe motivado y aprobado por el órgano competente, puede 
justificarse el no cumplimiento de lo dispuesto en los párrafos 2, 4 y 5. 

Artículo 21. Informe de Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer. 

Los proyectos de normas que se elaboren en el ámbito de la Administración de la Comunidad Autónoma 
han de ser informados por Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer, a efectos de verificar la correcta 
aplicación de lo dispuesto en los artículos 19 a 20 de la Ley y, en su caso, para realizar propuestas de 
mejora en tal sentido. 

Artículo 22. Memoria explicativa y aprobación de la norma o acto 

1. El proyecto de norma o disposición habrá de ir acompañado de una memoria que explique 
detalladamente los trámites realizados en relación con los artículos 19 a 21 de esta Ley y los resultados 
de la misma. 

2. La aprobación o suscripción de la norma o acto administrativo de que se trate dejará constancia, al 
menos sucintamente, de la realización de los trámites referidos en el párrafo anterior. 

 

TÍTULO III – Medidas para promover la igualdad en diferentes áreas de intervención 

CAPÍTULO VII 
VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES 

Artículo 50. Definición.  

A los efectos de la presente Ley, se considera violencia contra las mujeres cualquier acto violento por 
razón del sexo que resulte, o pueda resultar, en daño físico, sexual o psicológico o en el sufrimiento de 
la mujer, incluyendo las amenazas de realizar tales actos, la coacción o la privación arbitraria de libertad 
que se produzcan en la vida pública o privada. 

SECCIÓN I. INVESTIGACIÓN, PREVENCIÓN Y FORMACIÓN. 

Artículo 51. Investigación. 

1. Las administraciones públicas vascas han de promover la investigación sobre las causas, las 
características, las dificultades para identificar el problema y las consecuencias de las diferentes formas 
de violencia contra las mujeres, así como sobre la eficacia e idoneidad de las medidas aplicadas para su 
erradicación y para reparar sus efectos. 
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2. Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer realizará periódicamente una evaluación de la eficacia y 
alcance de los recursos y programas existentes en la Comunidad Autónoma de Euskadi en materia de 
violencia contra las mujeres. A tal fin, el resto de administraciones públicas vascas implicadas deben 
facilitar la información disponible de los recursos y programas que de ellas dependan. 

3. Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer ha de dar cuenta ante el Parlamento Vasco de la evaluación 
referida en el párrafo anterior. 

Artículo 52. Prevención. 

Sin perjuicio del resto de medidas preventivas previstas a lo largo de la presente ley, las 
administraciones públicas vascas, en el ámbito de sus competencias y de forma coordinada, han de 
realizar campañas de sensibilización para la prevención y eliminación de la violencia hacia las mujeres. 

Artículo 53. Formación. 

1. Los órganos competentes en materia de formación del personal de las administraciones públicas 
vascas, en colaboración con Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer, deben realizar un diagnóstico, que 
se actualizará periódicamente, sobre las necesidades de formación de su personal implicado en la 
intervención ante casos de violencia contra las mujeres, y en función de dicho diagnóstico se pondrán en 
marcha programas de formación ajustados a las necesidades de las y los diferentes profesionales. 

2. Las administraciones públicas vascas han de favorecer también la formación del personal de 
entidades privadas que trabajen en el ámbito de la prevención y eliminación de la violencia contra las 
mujeres, así como en el de la asistencia y apoyo a sus víctimas. 

SECCIÓN II. ATENCIÓN Y PROTECCIÓN A LAS VÍCTIMAS DE MALTRATO DOMÉSTICO Y AGRESIONES 
SEXUALES. 

Artículo 54. Protección policial. 

Las administraciones públicas vascas competentes han de dar formación especializada al personal 
policial que intervenga en la atención y protección de las víctimas de la violencia contra las mujeres. Del 
mismo modo, deben dotar a los cuerpos policiales vascos de los recursos necesarios al objeto de lograr 
la máxima eficacia en la intervención ante estos casos y, en especial, por lo que respecta a la ejecución y 
control de las medidas judiciales que se adopten para la protección de las víctimas de maltrato 
doméstico; todo ello con el fin de garantizar su seguridad y evitar que sean ellas las que contra su 
voluntad deban abandonar sus hogares. 

 

Artículo 55. Asesoramiento jurídico. 

Las administraciones públicas vascas deben poner los medios necesarios para garantizar a las víctimas 
de maltrato doméstico y agresiones sexuales el derecho a un asesoramiento jurídico gratuito, 
especializado, inmediato, integral y accesible. Dicho asesoramiento comprenderá el ejercicio de la 
acción acusatoria en los procesos penales y la solicitud de medidas provisionales previas a la demanda 
civil de separación, nulidad o divorcio o cautelares en caso de uniones de hecho. 

Artículo 56. Asistencia psicológica. 
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1. Las administraciones públicas vascas, en el ámbito de sus competencias, han de garantizar a las 
víctimas de maltrato doméstico y agresiones sexuales el derecho a una asistencia psicológica urgente, 
gratuita, especializada, descentralizada y accesible. 

2. La Administración de la Comunidad Autónoma ha de habilitar los medios personales y materiales 
necesarios para que en los juzgados y tribunales de la Comunidad Autónoma de Euskadi se puedan 
realizar pruebas periciales psicológicas siempre que se estimen necesarias para poder acreditar la 
existencia y la gravedad del maltrato doméstico y agresiones sexuales. 

Artículo 57. Pisos de acogida y servicios de urgencia. 

1. Las administraciones forales y locales, en el ámbito de sus competencias, garantizarán la existencia de 
recursos de acogida suficientes para atender las necesidades de protección y alojamiento temporal de 
las víctimas de maltrato doméstico. 

2. Los municipios de más de 20.000 habitantes y las mancomunidades de municipios ya constituidas o 
que se constituyan para la prestación de servicios que superen el mencionado número de habitantes, 
tienen la obligación de disponer de pisos de acogida para atender las demandas urgentes de protección 
y alojamiento temporal de las víctimas de maltrato doméstico. 

3. Las administraciones públicas vascas competentes garantizarán que en cada territorio histórico exista, 
al menos, un servicio de acogida inmediata que funcione todos los días del año las veinticuatro horas, y 
que reúna como mínimo las siguientes características: 

a. Ser accesible a cualquier víctima de maltrato doméstico que necesite protección y alojamiento 
urgente y temporal independientemente de su situación personal, jurídica o social. 

b. Disponer de personal especializado suficiente para una primera atención psicosocial y para 
realizar labores de acompañamiento a las víctimas a centros sanitarios, dependencias policiales 
y judiciales u otras instancias que se consideren necesarias en un primer momento. 

c. Contar con las condiciones de seguridad necesarias para salvaguardar la integridad física de las 
víctimas y de su personal. 

d. Servir de puente para el acceso al resto de recursos sociales y de acogida existentes. 

4. La Administración de la Comunidad Autónoma debe establecer reglamentariamente los criterios y 
condiciones mínimas de calidad y funcionamiento de los recursos de acogida mencionados en los tres 
párrafos anteriores. Dicha reglamentación en todo caso deberá prever medidas de cara a garantizar: 

a. El acceso a los recursos de acogida a todas las víctimas que se encuentren en una situación de 
urgente necesidad de protección y alojamiento temporal y no dispongan de otro lugar donde 
acudir, independientemente de sus circunstancias personales y sociales. 

b. La coordinación tanto entre las instituciones responsables de los recursos de acogida como 
entre éstas y el resto de servicios y recursos existentes para víctimas de maltrato doméstico. 

c. La movilidad geográfica, de modo que las mujeres que deban o prefieran abandonar su 
municipio por motivos de seguridad puedan acceder a los pisos de acogida existentes en otros 
municipios. 

d. La existencia de medidas de seguridad y de servicios de acompañamiento y apoyo para las 
víctimas durante el tiempo que permanezcan acogidas. 

Artículo 58. Prestaciones económicas. 
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1. De conformidad con lo establecido en la disposición final sexta de esta Ley, por un lado, las víctimas 
de maltrato doméstico quedan exentas de la aplicación del límite mínimo de edad previsto legalmente 
para la percepción de la renta básica, y, por otro lado, las personas que tengan que abandonar su 
domicilio habitual y se integren en el de otras personas como consecuencia de una situación de maltrato 
doméstico tienen derecho a percibir la renta básica, tanto si quienes las acogen son familiares como si 
no, siempre que cumplan el resto de los requisitos exigidos para su percepción. 

2. Asimismo, y a efectos de promover su autonomía económica y facilitar su vuelta a la vida 
normalizada, las víctimas de maltrato doméstico que estén acogidas en pisos o centros de acogida 
temporal, siempre que cumplan el resto de los requisitos exigidos para su obtención, tienen derecho a 
percibir la renta básica, aun cuando su manutención básica sea cubierta por dichos pisos o centros. 

3. Los servicios sociales dispondrán de una partida presupuestaria destinada a prestaciones económicas 
de urgencia que tengan como objeto hacer frente de una manera inmediata a las necesidades básicas de 
supervivencia de las víctimas de maltrato doméstico, mientras se tramita la concesión del resto de 
prestaciones económicas a las que puedan tener derecho. 

4. En las condiciones que se establezcan reglamentariamente, el Gobierno Vasco puede conceder 
ayudas extraordinarias a las víctimas de maltrato doméstico y agresiones sexuales para paliar 
situaciones de necesidad personal que sean evaluables y verificables, siempre que se haya observado 
por los órganos competentes la inexistencia o insuficiencia del montante de las ayudas ordinarias para 
cubrir estos supuestos. 

Artículo 59. Vivienda. 

1. En función de su situación socioeconómica y del resto de condiciones que se determinen 
reglamentariamente, las administraciones públicas vascas competentes darán un trato preferente, en la 
adjudicación de viviendas financiadas con fondos públicos, a las personas que hayan tenido que 
abandonar sus hogares como consecuencia de sufrir maltrato doméstico. 

2. Las administraciones públicas vascas se coordinarán con el fin de garantizar a las víctimas de maltrato 
doméstico los recursos residenciales necesarios, tanto de vivienda protegida como de pisos de acogida 
temporal. La Administración de la Comunidad Autónoma establecerá reservas y otro tipo de medidas 
dirigidas al cumplimiento de este objetivo. 

Artículo 60. Inserción laboral. 

1. En las condiciones que se determinen reglamentariamente, las víctimas de maltrato doméstico 
tendrán un trato preferente para el acceso a los cursos de formación para el empleo que se ajusten a su 
perfil y que se financien total o parcialmente con fondos de las administraciones públicas vascas, para lo 
cual se establecerán cupos u otro tipo de medidas. 

2. El Gobierno Vasco ha de promover la contratación laboral de las víctimas de maltrato doméstico así 
como su constitución como trabajadoras autónomas o como socias cooperativistas, en las condiciones 
que se determinen reglamentariamente. 

Artículo 61. Educación. 

En las condiciones que se determinen reglamentariamente y en función de su situación socioeconómica, 
las víctimas de maltrato doméstico tendrán un trato preferente en el acceso a las escuelas infantiles 
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financiadas total o parcialmente con fondos de las administraciones públicas vascas, así como en el 
acceso a becas y otras ayudas y servicios que existan en el ámbito educativo. 

Artículo 62. Coordinación interinstitucional. 

1. La Administración de la Comunidad Autónoma ha de impulsar la suscripción de acuerdos de 
colaboración interinstitucional con el resto de administraciones públicas vascas con competencias en la 
materia, a fin de favorecer una actuación coordinada y eficaz ante los casos de maltrato doméstico y 
agresiones sexuales y garantizar una asistencia integral y de calidad a sus víctimas. Asimismo, se han de 
promover fórmulas de colaboración con las restantes instituciones con competencia en la materia. 

2. En dichos acuerdos de colaboración se han de fijar unas pautas o protocolos de actuación 
homogéneos para toda la Comunidad dirigidos a las y los profesionales que intervienen en estos casos. 
También se preverán en los acuerdos mecanismos para el seguimiento y evaluación del cumplimiento 
de los compromisos adquiridos por las partes. 

3. Las administraciones forales y locales promoverán que en su ámbito territorial se adopten acuerdos 
de colaboración y protocolos de actuación que desarrollen, concreten y adecuen a sus respectivas 
realidades los acuerdos y protocolos referidos en los dos párrafos anteriores. 
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Real Decreto Legislativo 6/2015, de 30 de octubre, por el 

que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre 

Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad 

Vial 

BOE NÚM. 261. Sábado 31 de octubre de 2015. 
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TÍTULO II 

Normas de comportamiento en la circulación 

CAPÍTULO I 

Normas generales 

Artículo 10. Usuarios, conductores y titulares de vehículos. 

1. El usuario de la vía está obligado a comportarse de forma que no entorpezca indebidamente la 
circulación, ni cause peligro, perjuicios o molestias innecesarias a las personas o daños a los bienes. 

2. El conductor debe utilizar el vehículo con la diligencia, precaución y atención necesarias para 
evitar todo daño, propio o ajeno, cuidando de no poner en peligro, tanto a sí mismo como a los demás 
ocupantes del vehículo y al resto de usuarios de la vía. 

El conductor debe verificar que las placas de matrícula del vehículo no presentan obstáculos que 
impidan o dificulten su lectura e identificación. 

3. El titular y, en su caso, el arrendatario de un vehículo tiene el deber de actuar con la máxima 
diligencia para evitar los riesgos que conlleva su utilización, mantenerlo en las condiciones legal y 
reglamentariamente establecidas, someterlo a los reconocimientos e inspecciones que correspondan e 
impedir que sea conducido por quien nunca haya obtenido el permiso o la licencia de conducción 
correspondiente. 

Artículo 11. Obligaciones del titular del vehículo y del conductor habitual. 

1. El titular de un vehículo tiene las siguientes obligaciones: 

a) Facilitar a la Administración la identificación del conductor del vehículo en el momento de 
cometerse una infracción. Los datos facilitados deben incluir el número del permiso o licencia de 
conducción que permita la identificación en el Registro de Conductores e Infractores del organismo 
autónomo Jefatura Central de Tráfico. 

Si el conductor no figura inscrito en el aludido Registro de Conductores e Infractores, el titular 
deberá disponer de copia de la autorización administrativa que le habilite a conducir en España y 
facilitarla a la Administración cuando le sea requerida. Si el titular fuese una empresa de alquiler de 
vehículos sin conductor, la copia de la autorización administrativa podrá sustituirse por la copia del 
contrato de arrendamiento. 

b) Impedir que el vehículo sea conducido por quien nunca haya obtenido el permiso o la licencia de 
conducción correspondiente. 

2. El titular del vehículo puede comunicar al Registro de Vehículos del organismo autónomo Jefatura 
Central de Tráfico la identidad del conductor habitual del mismo. En este supuesto, el titular queda 
exonerado de las obligaciones anteriores, que se trasladan al conductor habitual. 
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3. Las obligaciones establecidas en el apartado 1 y la comunicación descrita en el apartado anterior 
corresponden al arrendatario a largo plazo del vehículo, en el supuesto de que haya constancia de éste 
en el Registro de Vehículos del organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico. 

4. El titular del vehículo en régimen de arrendamiento a largo plazo debe comunicar al Registro de 
Vehículos del organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico la identidad del arrendatario. 

Artículo 12. Obras y actividades prohibidas. 

1. La realización de obras, instalaciones, colocación de contenedores, mobiliario urbano o cualquier 
otro elemento u objeto de forma permanente o provisional en las vías objeto de esta ley necesita 
autorización previa del titular de las mismas y se rige por lo dispuesto en la normativa de carreteras y en 
las normas municipales. Las mismas prescripciones son aplicables a la interrupción de las obras, en 
razón de las circunstancias o características especiales del tráfico que puede llevarse a efecto a petición 
del organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico. 

Asimismo, la realización de obras en las vías debe ser comunicada con anterioridad a su inicio al 
organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico o, en su caso, a la autoridad autonómica o local 
responsable, que, sin perjuicio de las facultades del órgano competente para la ejecución de las obras, 
dictará las instrucciones que resulten procedentes en relación a la regulación, ordenación, gestión y 
vigilancia del tráfico, teniendo en cuenta el calendario de restricciones a la circulación y las que se 
deriven de otras autorizaciones a la misma. 

Las infracciones a lo dispuesto en este apartado, así como la realización de obras en la carretera sin 
señalización o sin que ésta se atenga a la reglamentación técnica sobre el particular, se sancionarán en 
la forma prevista en la normativa de carreteras, sin perjuicio de la normativa municipal sancionadora. 

2. Se prohíbe arrojar, depositar o abandonar sobre la vía objetos o materias que puedan entorpecer 
la libre circulación, parada o estacionamiento, hacerlos peligrosos o deteriorar aquélla o sus 
instalaciones, o producir en la misma o en sus inmediaciones efectos que modifiquen las condiciones 
apropiadas para circular, parar o estacionar. 

3. Quien haya creado sobre la vía algún obstáculo o peligro, debe hacerlo desaparecer lo antes 
posible, adoptando entretanto las medidas necesarias para que pueda ser advertido por los demás 
usuarios y para que no se dificulte la circulación. 

4. Se prohíbe arrojar a la vía o en sus inmediaciones cualquier objeto que pueda dar lugar a la 
producción de incendios o, en general, poner en peligro la seguridad vial. 

5. Se prohíbe la emisión de perturbaciones electromagnéticas, ruidos, gases y otros contaminantes 
en las vías objeto de esta ley, en los términos que reglamentariamente se determine. 

6. Se prohíbe cargar los vehículos de forma distinta a lo que reglamentariamente se determine. 

7. No pueden circular por las vías objeto de esta ley los vehículos con niveles de emisión de ruido 
superiores a los reglamentariamente establecidos, emitiendo gases o humos en valores superiores a los 
límites establecidos, ni cuando hayan sido objeto de una reforma de importancia no autorizada. Todos 
los conductores de vehículos quedan obligados a colaborar en las pruebas reglamentarias de detección 
que permitan comprobar las posibles deficiencias indicadas. 

Artículo 13. Normas generales de conducción. 

1. El conductor debe estar en todo momento en condiciones de controlar su vehículo. Al 
aproximarse a otros usuarios de la vía, debe adoptar las precauciones necesarias para su seguridad, 
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especialmente cuando se trate de niños, ancianos, personas ciegas o en general personas con 
discapacidad o con problemas de movilidad. 

2. El conductor de un vehículo está obligado a mantener su propia libertad de movimientos, el 
campo necesario de visión y la atención permanente a la conducción, que garanticen su propia 
seguridad, la del resto de ocupantes del vehículo y la de los demás usuarios de la vía. A estos efectos, 
deberá cuidar especialmente de mantener la posición adecuada y que la mantengan el resto de los 
pasajeros, y la adecuada colocación de los objetos o animales transportados para que no haya 
interferencias entre el conductor y cualquiera de ellos. 

3. Queda prohibido conducir utilizando cualquier tipo de casco de audio o auricular conectado a 
aparatos receptores o reproductores de sonido u otros dispositivos que disminuyan la atención 
permanente a la conducción, excepto durante la realización de las pruebas de aptitud en circuito abierto 
para la obtención del permiso de conducción en los términos que reglamentariamente se determine. 

Se prohíbe la utilización durante la conducción de dispositivos de telefonía móvil, navegadores o 
cualquier otro medio o sistema de comunicación, excepto cuando el desarrollo de la comunicación 
tenga lugar sin emplear las manos ni usar cascos, auriculares o instrumentos similares. 

Quedan exentos de dicha prohibición los agentes de la autoridad en el ejercicio de las funciones que 
tengan encomendadas. 

Reglamentariamente se podrán establecer otras excepciones a las prohibiciones previstas en los 
párrafos anteriores, así como los dispositivos que se considera que disminuyen la atención a la 
conducción, conforme se produzcan los avances de la tecnología. 

4. El conductor y los ocupantes de los vehículos están obligados a utilizar el cinturón de seguridad, 
cascos y demás elementos de protección y dispositivos de seguridad en las condiciones y con las 
excepciones que, en su caso, se determine reglamentariamente. Los conductores profesionales, cuando 
presten servicio público a terceros, no se considerarán responsables del incumplimiento de esta norma 
por parte de los ocupantes del vehículo. 

Por razones de seguridad vial, se podrá prohibir la ocupación de los asientos delanteros o traseros 
del vehículo por los menores en función de su edad o talla, en los términos que se determine 
reglamentariamente. 

5. Queda prohibido circular con menores de doce años como pasajeros de ciclomotores o 
motocicletas, con o sin sidecar, por cualquier clase de vía. Excepcionalmente, se permite esta circulación 
a partir de los siete años, siempre que los conductores sean el padre, la madre, el tutor o una persona 
mayor de edad autorizada por ellos, utilicen casco homologado y se cumplan las condiciones específicas 
de seguridad establecidas reglamentariamente. 

6. Se prohíbe instalar o llevar en los vehículos inhibidores de radares o cinemómetros o 
cualesquiera otros instrumentos encaminados a eludir o a interferir en el correcto funcionamiento de 
los sistemas de vigilancia del tráfico, así como emitir o hacer señales con dicha finalidad. Asimismo se 
prohíbe utilizar mecanismos de detección de radares o cinemómetros. 

Quedan excluidos de esta prohibición los mecanismos de aviso que informan de la posición de los 
sistemas de vigilancia del tráfico. 

Artículo 14. Bebidas alcohólicas y drogas. 

1. No puede circular por las vías objeto de esta ley el conductor de cualquier vehículo con tasas de 
alcohol superiores a las que reglamentariamente se determine. 
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Tampoco puede hacerlo el conductor de cualquier vehículo con presencia de drogas en el 
organismo, de las que se excluyen aquellas sustancias que se utilicen bajo prescripción facultativa y con 
una finalidad terapéutica, siempre que se esté en condiciones de utilizar el vehículo conforme a la 
obligación de diligencia, precaución y no distracción establecida en el artículo 10. 

2. El conductor de un vehículo está obligado a someterse a las pruebas para la detección de alcohol 
o de la presencia de drogas en el organismo, que se practicarán por los agentes de la autoridad 
encargados de la vigilancia del tráfico en el ejercicio de las funciones que tienen encomendadas. 
Igualmente quedan obligados los demás usuarios de la vía cuando se hallen implicados en un accidente 
de tráfico o hayan cometido una infracción conforme a lo tipificado en esta ley. 

3. Las pruebas para la detección de alcohol consistirán en la verificación del aire espirado mediante 
dispositivos autorizados, y para la detección de la presencia de drogas en el organismo, en una prueba 
salival mediante un dispositivo autorizado y en un posterior análisis de una muestra salival en cantidad 
suficiente. 

No obstante, cuando existan razones justificadas que impidan realizar estas pruebas, se podrá 
ordenar el reconocimiento médico del sujeto o la realización de los análisis clínicos que los facultativos 
del centro sanitario al que sea trasladado estimen más adecuados. 

4. El procedimiento, las condiciones y los términos en que se realizarán las pruebas para la 
detección de alcohol o de drogas se determinarán reglamentariamente. 

5. A efectos de contraste, a petición del interesado, se podrán repetir las pruebas para la detección 
de alcohol o de drogas, que consistirán preferentemente en análisis de sangre, salvo causas 
excepcionales debidamente justificadas. Cuando la prueba de contraste arroje un resultado positivo 
será abonada por el interesado. 

El personal sanitario está obligado, en todo caso, a dar cuenta del resultado de estas pruebas al Jefe 
de Tráfico de la provincia donde se haya cometido el hecho o, cuando proceda, a los órganos 
competentes para sancionar de las comunidades autónomas que hayan recibido el traspaso de 
funciones y servicios en materia de tráfico y circulación de vehículos a motor, o a las autoridades 
municipales competentes. 

CAPÍTULO II 

Circulación de vehículos 

Sección 1.ª Lugar de la vía 

Artículo 15. Sentido de la circulación. 

Como norma general y muy especialmente en las curvas y cambios de rasante de reducida 
visibilidad, el vehículo circulará en todas las vías objeto de esta ley por la derecha y lo más cerca posible 
del borde de la calzada, manteniendo la separación lateral suficiente para realizar el cruce con 
seguridad. 

Artículo 16. Utilización de los carriles. 

1. El conductor de un automóvil, que no sea un vehículo para personas de movilidad reducida, o de 
un vehículo especial con la masa máxima autorizada que reglamentariamente se determine, debe 



 

 35  

circular por la calzada y no por el arcén, salvo por razones de emergencia, y debe, además, atenerse a 
las reglas siguientes: 

a) En las calzadas con doble sentido de circulación y dos carriles, separados o no por marcas viales, 
debe circular por el de su derecha. 

b) En las calzadas con doble sentido de circulación y tres carriles, separados por marcas 
longitudinales discontinuas, debe circular también por el de su derecha, y en ningún caso por el situado 
más a su izquierda. 

c) Fuera de poblado, en las calzadas con más de un carril reservado para su sentido de marcha, 
debe circular normalmente por el situado más a su derecha, si bien podrá utilizar el resto de los de dicho 
sentido cuando las circunstancias del tráfico o de la vía lo aconsejen, a condición de que no entorpezca 
la marcha de otro vehículo que le siga. 

Cuando una de dichas calzadas tenga tres o más carriles en el sentido de su marcha, los 
conductores de camiones con masa máxima autorizada superior a la que reglamentariamente se 
determine, los de vehículos especiales que no estén obligados a circular por el arcén y los de conjuntos 
de vehículos de más de siete metros de longitud, deben circular normalmente por el situado más a su 
derecha, pudiendo utilizar el inmediato en las mismas circunstancias y con igual condición a las citadas 
en el párrafo anterior. 

d) Cuando se circule por calzadas de poblados con al menos dos carriles reservados para el mismo 
sentido, delimitados por marcas longitudinales, puede utilizar el que mejor convenga a su destino, pero 
no debe abandonarlo más que para prepararse a cambiar de dirección, adelantar, parar o estacionar. 

2. Para el cómputo de carriles, a efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, no se tendrá en 
cuenta los destinados al tráfico lento ni los reservados a determinados vehículos, en los términos que 
reglamentariamente se determine. 

Artículo 17. Utilización del arcén. 

1. El conductor de cualquier vehículo de tracción animal, vehículo especial con masa máxima 
autorizada no superior a la que reglamentariamente se determine, ciclo, ciclomotor, vehículo para 
personas de movilidad reducida o vehículo en seguimiento de ciclistas, en el caso de que no exista vía o 
parte de la misma que les esté especialmente destinada, debe circular por el arcén de su derecha, si 
fuera transitable y suficiente, y, si no lo fuera, debe utilizar la parte imprescindible de la calzada. 

Debe también circular por el arcén de su derecha o, en las circunstancias a que se refiere este 
apartado, por la parte imprescindible de la calzada el conductor de motocicletas, de turismos y de 
camiones con masa máxima autorizada, que no exceda de la que reglamentariamente se determine, 
que, por razones de emergencia, lo haga a velocidad anormalmente reducida, perturbando con ello 
gravemente la circulación. 

No obstante lo dispuesto en los párrafos anteriores, el conductor de bicicleta podrá superar la 
velocidad máxima fijada reglamentariamente para estos vehículos en aquellos tramos en los que las 
circunstancias de la vía aconsejen desarrollar una velocidad superior, pudiendo ocupar incluso la parte 
derecha de la calzada que necesite, especialmente en descensos prolongados con curvas. 

2. Se prohíbe que los vehículos relacionados en el apartado anterior circulen en posición paralela, 
salvo las bicicletas y ciclomotores de dos ruedas, en los términos que reglamentariamente se determine 
atendiendo a las circunstancias de la vía o a la peligrosidad del tráfico. 
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Artículo 18. Supuestos especiales del sentido de circulación y restricciones. 

Cuando razones de seguridad o fluidez de la circulación lo aconsejen, o por motivos 
medioambientales, se podrá ordenar por la autoridad competente otro sentido de circulación, la 
prohibición total o parcial de acceso a partes de la vía, bien con carácter general o para determinados 
vehículos, el cierre de determinadas vías, el seguimiento obligatorio de itinerarios concretos, o la 
utilización de arcenes o carriles en sentido opuesto al normalmente previsto. 

Artículo 19. Refugios, isletas o dispositivos de guía. 

Cuando en la vía existan refugios, isletas o dispositivos de guía, se circulará por la parte de la 
calzada que quede a la derecha de los mismos, en el sentido de la marcha, salvo cuando estén situados 
en una vía de sentido único o dentro de la parte correspondiente a un solo sentido de circulación, en 
cuyo caso podrá hacerse por cualquiera de los dos lados. 

Artículo 20. Circulación en autopistas y autovías. 

1. Se prohíbe circular por autopistas y autovías con vehículos de tracción animal, bicicletas, 
ciclomotores y vehículos para personas de movilidad reducida. 

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, los conductores de bicicletas podrán circular por los 
arcenes de las autovías, salvo que, por razones de seguridad vial, se prohíba mediante la señalización 
correspondiente. 

2. La circulación por autopistas o autovías sujetas a peaje, tasa o precio público requerirá el pago 
del correspondiente peaje, tasa o precio público. 

Sección 2.ª Velocidad 

Artículo 21. Límites de velocidad. 

1. El conductor está obligado a respetar los límites de velocidad establecidos y a tener en cuenta, 
además, sus propias condiciones físicas y psíquicas, las características y el estado de la vía, del vehículo y 
de su carga, las condiciones meteorológicas, ambientales y de circulación y, en general, cuantas 
circunstancias concurran en cada momento, a fin de adecuar la velocidad de su vehículo a las mismas, 
de manera que siempre pueda detenerlo dentro de los límites de su campo de visión y ante cualquier 
obstáculo que pueda presentarse. 

2. Las velocidades máximas y mínimas autorizadas para la circulación de vehículos serán las fijadas 
de acuerdo con las condiciones que reglamentariamente se determinen, con carácter general, para los 
conductores, los vehículos y las vías objeto de esta ley, en función de sus propias características. Los 
lugares con prohibiciones u obligaciones específicas de velocidad serán señalizados, con carácter 
permanente o temporal. En defecto de señalización específica se cumplirá la genérica establecida para 
cada vía. 

3. Se establecerá también reglamentariamente un límite máximo, con carácter general, para la 
velocidad autorizada en las vías urbanas y en travesías. Este límite podrá ser rebajado en las travesías 
especialmente peligrosas, por acuerdo de la autoridad municipal con el titular de la vía, y en las vías 
urbanas, por decisión del órgano competente de la corporación municipal. 

4. Las velocidades máximas fijadas para las carreteras convencionales, excepto travesías, podrán ser 
rebasadas en 20 km/h por turismos y motocicletas cuando adelanten a otros vehículos que circulen a 
velocidad inferior a aquéllas. 
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5. Se podrá circular por debajo de los límites mínimos de velocidad en los casos los ciclos, vehículos 
de tracción animal, transportes y vehículos especiales, o cuando las circunstancias de tráfico impidan el 
mantenimiento de una velocidad superior a la mínima sin riesgo para la circulación, así como en los 
supuestos de protección o acompañamiento a otros vehículos, en los términos que reglamentariamente 
se determine. 

6. El titular de la vía deberá comunicar a las autoridades competentes en materia de gestión del 
tráfico, con una antelación mínima de un mes, los cambios que realice en las limitaciones de velocidad. 

Artículo 22. Distancias y velocidad exigible. 

1. Salvo en caso de inminente peligro, el conductor, para reducir considerablemente la velocidad de 
su vehículo, debe cerciorarse de que puede hacerlo sin riesgo para otros conductores y está obligado a 
advertirlo previamente y a realizarlo de forma que no produzca riesgo de colisión con los vehículos que 
circulan detrás del suyo, en los términos que reglamentariamente se determine. 

2. El conductor de un vehículo que circule detrás de otro debe dejar entre ambos un espacio libre 
que le permita detenerse, en caso de frenada brusca, sin colisionar con él, teniendo en cuenta 
especialmente la velocidad y las condiciones de adherencia y frenado. No obstante, se permite a los 
conductores de bicicletas circular en grupo extremando la atención a fin de evitar alcances entre ellos. 

3. Además de lo dispuesto en el apartado anterior, la separación que debe guardar el conductor de 
un vehículo que circule detrás de otro sin señalar su propósito de adelantamiento debe ser tal que 
permita al que a su vez le siga adelantarlo con seguridad, excepto si se trata de ciclistas que circulan en 
grupo. Los vehículos con masa máxima superior a la que reglamentariamente se determine y los 
vehículos o conjuntos de vehículos de más de 10 metros de longitud total deben guardar, a estos 
efectos, una separación mínima de 50 metros. 

4. Lo dispuesto en el apartado anterior no es de aplicación: 

a) En poblado. 

b) Donde esté prohibido el adelantamiento. 

c) Donde haya más de un carril destinado a la circulación en su mismo sentido. 

d) Cuando la intensidad de la circulación no permita el adelantamiento. 

5. Se prohíbe entablar competiciones de velocidad en las vías públicas o de uso público, salvo que, 
con carácter excepcional, se hubiera autorizado por la autoridad competente. 

Sección 3.ª Preferencia de paso 

Artículo 23. Normas generales. 

1. La preferencia de paso en las intersecciones se ajustará a la señalización que la regule. 

2. En defecto de señal, el conductor está obligado a ceder el paso a los vehículos que se aproximen 
por su derecha, salvo en los siguientes supuestos: 

a) Los vehículos que circulen por una vía pavimentada sobre los que procedan de otra sin 
pavimentar. 
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b) Los vehículos que circulen por raíles sobre los demás usuarios. 

c) Los que se hallen dentro de las glorietas sobre los que pretendan acceder a ellas. 

3. Reglamentariamente se podrán establecer otras excepciones. 

Artículo 24. Tramos estrechos y de gran pendiente. 

1. En los tramos de la vía en los que, por su escasa anchura, sea imposible o muy difícil el paso 
simultáneo de dos vehículos que circulen en sentido contrario, donde no haya señalización expresa al 
efecto, tiene preferencia de paso el que haya entrado primero. En caso de duda sobre dicha 
circunstancia, tiene preferencia el vehículo con mayores dificultades de maniobra, en los términos que 
reglamentariamente se determine. 

2. En los tramos de gran pendiente, en los que se den las circunstancias señaladas en el apartado 
anterior, tiene preferencia de paso el vehículo que circule en sentido ascendente, salvo si éste pudiera 
llegar antes a una zona prevista para apartarse. En caso de duda se estará a lo establecido en el 
apartado anterior. 

Artículo 25. Conductores, peatones y animales. 

1. El conductor de un vehículo tiene preferencia de paso respecto de los peatones, salvo en los 
casos siguientes: 

a) En los pasos para peatones. 

b) Cuando vaya a girar con su vehículo para entrar en otra vía y haya peatones cruzándola, aunque 
no exista paso para éstos. 

c) Cuando el vehículo cruce un arcén por el que estén circulando peatones que no dispongan de 
zona peatonal. 

d) Cuando los peatones vayan a subir o hayan bajado de un vehículo de transporte colectivo de 
viajeros, en una parada señalizada como tal, y se encuentren entre dicho vehículo y la zona peatonal o 
refugio más próximo. 

e) Cuando se trate de tropas en formación, filas escolares o comitivas organizadas. 

2. En las zonas peatonales, cuando el vehículo las cruce por los pasos habilitados al efecto, el 
conductor tiene la obligación de dejar pasar a los peatones que circulen por ellas. 

3. El conductor del vehículo tiene preferencia de paso, respecto de los animales, salvo en los casos 
siguientes: 

a) En las cañadas señalizadas. 

b) Cuando vaya a girar con su vehículo para entrar en otra vía y haya animales cruzándola, aunque 
no exista paso para éstos. 

c) Cuando el vehículo cruce un arcén por el que estén circulando animales que no dispongan de 
cañada. 
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4. El conductor de una bicicleta tiene preferencia de paso respecto a otros vehículos: 

a) Cuando circule por un carril-bici, paso para ciclistas o arcén debidamente autorizado para uso 
exclusivo de conductores de bicicletas. 

b) Cuando para entrar en otra vía el vehículo gire a derecha o izquierda, en los supuestos 
permitidos, existiendo un ciclista en sus proximidades. 

c) Cuando los conductores de bicicleta circulen en grupo, serán considerados como una única 
unidad móvil a los efectos de la preferencia de paso, y serán aplicables las normas generales sobre 
preferencia de paso entre vehículos. 

En circulación urbana se estará a lo dispuesto por la ordenanza municipal correspondiente. 

Artículo 26. Cesión de paso e intersecciones. 

1. El conductor de un vehículo que tenga que ceder el paso a otro no debe iniciar o continuar su 
marcha o su maniobra, ni reemprenderlas, hasta asegurarse de que con ello no obliga al conductor del 
vehículo que tiene la preferencia a modificar bruscamente su trayectoria o su velocidad, y debe mostrar 
con suficiente antelación, por su forma de circular, y especialmente con la reducción paulatina de la 
velocidad, que efectivamente va a cederlo. 

2. Aun cuando tenga preferencia de paso, ningún conductor debe entrar con su vehículo en una 
intersección o en un paso para peatones si, previsiblemente, puede quedar detenido en ellos 
impidiendo u obstruyendo la circulación transversal. 

3. El conductor que tenga detenido su vehículo en una intersección regulada por semáforo, 
constituyendo un obstáculo para la circulación, debe salir de aquélla sin esperar a que se permita la 
circulación en la dirección que se propone tomar, siempre que al hacerlo no entorpezca la marcha de los 
demás usuarios que avancen en el sentido permitido. 

 

Artículo 27. Vehículos en servicio de urgencia. 

Tienen preferencia de paso sobre los demás vehículos y otros usuarios de la vía los vehículos de 
servicio de urgencia, cuando se hallen en servicio de tal carácter, así como los equipos de 
mantenimiento de las instalaciones y de la infraestructura de la vía y los vehículos que acudan a realizar 
un servicio de auxilio en carretera. Pueden circular por encima de los límites de velocidad establecidos y 
están exentos de cumplir otras normas o señales, en los términos que reglamentariamente se 
determine. 

Sección 4.ª Incorporación a la circulación 

Artículo 28. Incorporación de vehículos a la circulación. 

El conductor de un vehículo parado o estacionado en una vía o procedente de las vías de acceso a la 
misma, de sus zonas de servicio o de una propiedad colindante que pretenda incorporarse a la 
circulación debe cerciorarse de que puede hacerlo sin peligro para los demás usuarios. Debe advertirlo 
con las señales obligatorias para estos casos y ceder el paso a los otros vehículos, teniendo en cuenta la 
posición, trayectoria y velocidad de éstos. 
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Si la vía a la que se accede está dotada de un carril de aceleración, el conductor debe incorporarse a 
aquélla a la velocidad adecuada. 

Artículo 29. Conducción de vehículos en tramo de incorporación. 

Con independencia de la obligación del conductor del vehículo que se incorpore a la circulación de 
cumplir las prescripciones del artículo anterior, los demás conductores facilitarán, en la medida de lo 
posible, dicha maniobra, especialmente si se trata de un vehículo de transporte colectivo de viajeros 
que pretende incorporarse a la circulación desde una parada señalizada. 

Sección 5.ª Cambios de dirección, de sentido y marcha atrás 

Artículo 30. Cambios de vía, calzada y carril. 

1. El conductor de un vehículo que pretenda girar a la derecha o a la izquierda para utilizar una vía 
distinta de aquella por la que circula, para incorporarse a otra calzada de la misma vía o para salir de la 
misma, debe advertirlo previamente y con suficiente antelación a los conductores de los vehículos que 
circulan detrás del suyo y cerciorarse de que la velocidad y la distancia de los vehículos que se acerquen 
en sentido contrario le permiten efectuar la maniobra sin peligro, absteniéndose de realizarla de no 
darse estas circunstancias. También debe abstenerse de realizar la maniobra cuando se trate de un 
cambio de dirección a la izquierda y no exista visibilidad suficiente. 

2. Toda maniobra de desplazamiento lateral que implique cambio de carril debe llevarse a efecto 
respetando la preferencia del que circule por el carril que se pretende ocupar. 

3. Reglamentariamente se establecerá la manera de efectuar las maniobras necesarias para los 
distintos supuestos de cambio de dirección. 

Artículo 31. Cambios de sentido. 

1. El conductor de un vehículo que pretenda invertir el sentido de su marcha debe elegir un lugar 
adecuado para efectuar la maniobra, de forma que intercepte la vía el menor tiempo posible, advertir 
con la antelación suficiente su propósito con las señales preceptivas y cerciorarse de que no va a poner 
en peligro u obstaculizar a otros usuarios de la misma. 

En caso de que no concurran estas circunstancias, debe abstenerse de realizar dicha maniobra y 
esperar el momento oportuno para efectuarla. 

Cuando su permanencia en la calzada, mientras espera para efectuar la maniobra de cambio de 
sentido, impida continuar la marcha de los vehículos que circulan detrás del suyo, debe salir de la misma 
por su lado derecho, si fuera posible, hasta que las condiciones de la circulación le permitan efectuarlo. 

2. Se prohíbe efectuar el cambio de sentido en toda situación que impida comprobar las 
circunstancias a que alude el apartado anterior, en los pasos a nivel y en los tramos de vía afectados por 
la señal túnel, así como en las autopistas y autovías, salvo en los lugares habilitados al efecto, y, en 
general, en todos los tramos de la vía en que esté prohibido el adelantamiento, a menos que el cambio 
de sentido esté expresamente autorizado. 

Artículo 32. Marcha atrás. 
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1. Se prohíbe circular marcha atrás, salvo en los casos en que no sea posible marchar hacia adelante 
ni cambiar de dirección o sentido de marcha, y en las maniobras complementarias de otra que las exija, 
y siempre con el recorrido mínimo indispensable para efectuarla. 

2. La maniobra de marcha atrás debe efectuarse lentamente, después de haberlo advertido con las 
señales preceptivas y de haberse cerciorado, incluso apeándose o siguiendo las indicaciones de otra 
persona si fuera necesario, de que, por las circunstancias de visibilidad, espacio y tiempo necesarios 
para efectuarla, no va a constituir peligro para los demás usuarios de la vía. 

3. Se prohíbe la maniobra de marcha atrás en autovías y autopistas. 

 

Sección 6.ª Adelantamiento 

Artículo 33. Normas generales. 

1. En todas las carreteras, como norma general, el adelantamiento debe efectuarse por la izquierda 
del vehículo que se pretenda adelantar. 

2. Por excepción, y si existe espacio suficiente para ello, el adelantamiento se efectuará por la 
derecha y adoptando las máximas precauciones, cuando el conductor del vehículo al que se pretenda 
adelantar esté indicando claramente su propósito de cambiar de dirección a la izquierda o parar en ese 
lado, así como en las vías con circulación en ambos sentidos, a los tranvías que marchen por la zona 
central. 

3. Reglamentariamente se establecerán otras posibles excepciones a la norma general señalada en 
el apartado 1 y particularidades de la maniobra de adelantamiento en función de las características de la 
vía. 

Artículo 34. Precauciones previas. 

1. Antes de iniciar un adelantamiento que requiera desplazamiento lateral, el conductor que se 
proponga adelantar debe advertirlo con suficiente antelación, con las señales preceptivas, y comprobar 
que en el carril que pretende utilizar para el adelantamiento existe espacio libre suficiente para que la 
maniobra no ponga en peligro ni entorpezca a quienes circulen en sentido contrario, teniendo en cuenta 
la velocidad propia y la de los demás usuarios afectados. En caso contrario, debe abstenerse de 
efectuarla. 

2. También debe cerciorarse de que el conductor del vehículo que le precede en el mismo carril no 
ha indicado su propósito de iniciar el adelantamiento, en cuyo caso debe respetar la preferencia que le 
asiste. No obstante, si después de un tiempo prudencial, el conductor del citado vehículo no la ejerciera, 
podrá iniciar la maniobra de adelantamiento, advirtiéndole previamente con señal acústica u óptica. 

3. Asimismo debe asegurarse de que no se ha iniciado la maniobra de adelantar a su vehículo por 
parte de ningún conductor que le siga por el mismo carril, y de que dispone de espacio suficiente para 
volver a su carril cuando termine el adelantamiento. 

4. No se considera adelantamiento, a efectos de estas normas, los realizados entre ciclistas que 
circulen en grupo. 
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Artículo 35. Ejecución. 

1. Durante la ejecución del adelantamiento, el conductor que lo efectúe debe llevar su vehículo a 
una velocidad notoriamente superior a la del que pretende adelantar y dejar entre ambos una 
separación lateral suficiente para realizarlo con seguridad. 

2. Si después de iniciar la maniobra de adelantamiento advierte que se producen circunstancias que 
puedan hacer difícil la finalización del mismo sin provocar riesgos, reducirá rápidamente su marcha y 
volverá de nuevo a su carril, advirtiéndolo a los que le siguen con las señales preceptivas. 

3. El conductor del vehículo que ha efectuado el adelantamiento debe volver a su carril tan pronto 
como le sea posible y de modo gradual, sin obligar a otros usuarios a modificar su trayectoria o 
velocidad y advirtiéndolo a través de las señales preceptivas. 

4. El conductor de un automóvil que pretenda realizar un adelantamiento a un ciclo o ciclomotor, o 
conjunto de ellos, debe realizarlo ocupando parte o la totalidad del carril contiguo o contrario, en su 
caso, de la calzada y guardando una anchura de seguridad de, al menos, 1,5 metros. Queda prohibido 
adelantar poniendo en peligro o entorpeciendo a ciclistas que circulen en sentido contrario, incluso si 
esos ciclistas circulan por el arcén. 

Artículo 36. Vehículo adelantado. 

1. El conductor que advierta que otro que le sigue tiene el propósito de adelantar a su vehículo 
estará obligado a ceñirse al borde derecho de la calzada, salvo en el supuesto de cambio de dirección a 
la izquierda o de parada en ese mismo lado a que se refiere el artículo 33.2, en que deberá ceñirse a la 
izquierda todo lo posible, pero sin interferir la marcha de los vehículos que puedan circular en sentido 
contrario. 

2. Se prohíbe al conductor del vehículo que va a ser adelantado aumentar la velocidad o efectuar 
maniobras que impidan o dificulten el adelantamiento. Asimismo está obligado a disminuir la velocidad 
de su vehículo cuando, una vez iniciada la maniobra de adelantamiento, se produzca alguna situación 
que entrañe peligro para su propio vehículo, para el vehículo que la está efectuando, para los que 
circulan en sentido contrario o para cualquier otro usuario de la vía. 

Artículo 37. Prohibiciones. 

Queda prohibido adelantar: 

a) En las curvas y cambios de rasante de visibilidad reducida y, en general, en todo lugar o 
circunstancia en que la visibilidad disponible no sea suficiente para poder efectuar la maniobra o desistir 
de ella una vez iniciada, a no ser que los dos sentidos de circulación estén claramente delimitados y la 
maniobra pueda efectuarse sin invadir la zona reservada al sentido contrario. 

b) En los pasos para peatones señalizados como tales y en los pasos a nivel y en sus proximidades. 

c) En las intersecciones y en sus proximidades, salvo cuando: 

1.º Se trate de una glorieta. 

2.º El adelantamiento deba efectuarse por la derecha, según lo previsto en el artículo 33.2. 
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3.º La calzada en que se realice tenga preferencia en la intersección y haya señal expresa que lo 
indique. 

4.º El adelantamiento se realice a vehículos de dos ruedas. 

Artículo 38. Supuestos especiales. 

Cuando un vehículo se encuentre inmovilizado en un tramo de vía en que esté prohibido el 
adelantamiento, ocupando en todo o en parte la calzada en el carril del sentido de la marcha, y siempre 
que la inmovilización no responda a las necesidades del tráfico, puede ser rebasado, aunque para ello 
haya que ocupar parte del carril izquierdo de la calzada. En todo caso, hay que cerciorarse previamente 
de que la maniobra se puede realizar sin peligro. 

En estas mismas circunstancias se podrá adelantar a las bicicletas. 

Sección 7.ª Parada y estacionamiento 

Artículo 39. Normas generales. 

1. La parada o el estacionamiento de un vehículo en vías interurbanas debe efectuarse siempre 
fuera de la calzada, en el lado derecho de la misma y dejando libre, cuando exista, la parte transitable 
del arcén. 

2. Cuando en vías urbanas tenga que realizarse en la calzada o en el arcén se situará el vehículo lo 
más cerca posible de su borde derecho, salvo en las vías de único sentido, en las que se podrá situar 
también en el lado izquierdo. 

3. La parada y el estacionamiento deben efectuarse de tal manera que el vehículo no obstaculice la 
circulación ni constituya un riesgo para el resto de los usuarios de la vía, cuidando especialmente la 
colocación del mismo y evitando que pueda ponerse en movimiento en ausencia del conductor, de 
acuerdo con las normas que reglamentariamente se establezcan. 

En vías urbanas se permite la parada o el estacionamiento de las grúas de auxilio en carretera por el 
tiempo indispensable para efectuar la retirada de los vehículos averiados o accidentados, siempre que 
no se cree un nuevo peligro, ni se cause obstáculo a la circulación. 

4. El régimen de parada y estacionamiento en vías urbanas se regulará por ordenanza municipal, 
pudiendo adoptarse las medidas necesarias para evitar el entorpecimiento del tráfico, entre ellas, 
limitaciones horarias de duración del estacionamiento, así como las medidas correctoras precisas, 
incluida la retirada del vehículo o su inmovilización cuando no disponga de título que autorice el 
estacionamiento en zonas limitadas en tiempo o exceda del tiempo autorizado hasta que se logre la 
identificación del conductor. 

Artículo 40. Prohibiciones. 

1. Queda prohibido parar en los siguientes casos: 

a) En las curvas y cambios de rasante de visibilidad reducida, en sus proximidades y en los túneles. 

b) En los pasos a nivel, pasos para ciclistas y pasos para peatones. 

c) En los carriles o partes de la vía reservados exclusivamente para la circulación o para el servicio 
de determinados usuarios. 
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d) En las intersecciones y en sus proximidades. 

e) Sobre los raíles de tranvías o tan cerca de ellos que pueda entorpecerse su circulación. 

f) En los lugares donde se impida la visibilidad de la señalización a los usuarios a quienes les afecte u 
obligue a hacer maniobras. 

g) En autovías o autopistas, salvo en las zonas habilitadas para ello. 

h) En los carriles destinados al uso exclusivo del transporte público urbano, o en los reservados para 
las bicicletas. 

i) En las zonas destinadas para estacionamiento y parada de uso exclusivo para el transporte público 
urbano. 

j) En zonas señalizadas para uso exclusivo de personas con discapacidad y pasos para peatones. 

2. Queda prohibido estacionar en los siguientes casos: 

a) En todos los descritos en el apartado anterior. 

b) En los lugares habilitados por la autoridad municipal como de estacionamiento con limitación 
horaria, conforme a la regulación del sistema utilizado para ello, sin disponer del título que lo autorice o 
cuando, disponiendo de él, se mantenga estacionado el vehículo en exceso sobre el tiempo máximo 
permitido por la autorización. 

c) En zonas señalizadas para carga y descarga. 

d) En zonas señalizadas para uso exclusivo de personas con discapacidad. 

e) Sobre las aceras, paseos y demás zonas destinadas al paso de los peatones. No obstante, los 
municipios, a través de ordenanza municipal, podrán regular la parada y el estacionamiento de los 
vehículos de dos ruedas sobre las aceras y paseos siempre que no se perjudique ni se entorpezca el 
tránsito de los peatones por ellas, atendiendo a las necesidades de aquellos que puedan llevar algún 
objeto voluminoso y, especialmente, las de aquellas personas que tengan alguna discapacidad. 

f) Delante de los vados señalizados correctamente. 

g) En doble fila. 

Sección 8.ª Cruce de pasos a nivel y puentes levadizos 

Artículo 41. Normas generales. 

1. El conductor debe extremar la prudencia y reducir la velocidad al aproximarse a un paso a nivel o 
a un puente levadizo. 

2. El usuario que al llegar a un paso a nivel o a un puente levadizo lo encuentre cerrado o con la 
barrera o semibarrera en movimiento, debe detenerse en el carril correspondiente hasta que tenga 
paso libre. 

3. El cruce de la vía férrea debe realizarse sin demora y después de haberse cerciorado de que, por 
las circunstancias de la circulación o por otras causas, no existe riesgo de quedar inmovilizado dentro del 
paso. 
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4. Los pasos a nivel y puentes levadizos estarán debidamente señalizados por el titular de la vía. 

Artículo 42. Bloqueo de pasos a nivel. 

Cuando por razones de fuerza mayor un vehículo quede detenido en un paso a nivel o se produzca 
la caída de su carga dentro del mismo, el conductor está obligado a adoptar las medidas adecuadas para 
el rápido desalojo de los ocupantes del vehículo y para dejar el paso libre en el menor tiempo posible. 

Si no lo consigue, adoptará inmediatamente todas las medidas a su alcance para que tanto los 
maquinistas de los vehículos que circulen por raíles, como los conductores del resto de los vehículos que 
se aproximen sean advertidos de la existencia del peligro con la suficiente antelación. 

Sección 9.ª Utilización del alumbrado 

Artículo 43. Uso obligatorio. 

1. Los vehículos que circulen entre la puesta y la salida del sol, o a cualquier hora del día en los 
túneles y demás tramos de vía afectados por la señal túnel, deben llevar encendido el alumbrado que 
corresponda, en los términos que reglamentariamente se determine. 

2. También deben llevar encendido durante el resto del día el alumbrado que reglamentariamente 
se establezca: 

a) Las motocicletas. 

b) Los vehículos que circulen por un carril reversible o en sentido contrario al normalmente utilizado 
en la calzada donde se encuentre situado, bien sea un carril que les este exclusivamente reservado o 
bien abierto excepcionalmente a la circulación en dicho sentido. 

3. También es obligatorio utilizar el alumbrado que reglamentariamente se establezca cuando 
existan condiciones meteorológicas o ambientales que disminuyan sensiblemente la visibilidad, como en 
caso de niebla, lluvia intensa, nevada, nubes de humo o de polvo o cualquier otra circunstancia análoga. 

4. Las bicicletas, además, estarán dotadas de elementos reflectantes homologados que 
reglamentariamente se determine. Cuando circule por vía interurbana y sea obligatorio el uso de 
alumbrado, el conductor de bicicleta debe llevar colocada, además, alguna prenda o elemento 
reflectante. 

Sección 10.ª Advertencias de los conductores 

Artículo 44. Normas generales. 

1. El conductor está obligado a advertir al resto de los usuarios de la vía acerca de las maniobras 
que vaya a efectuar con su vehículo. 

2. Como norma general, dichas advertencias se harán utilizando la señalización luminosa del 
vehículo o, en su defecto, con el brazo, de acuerdo con lo que se determine reglamentariamente. 

3. Excepcionalmente o cuando así se prevea legal o reglamentariamente se podrán emplear señales 
acústicas, quedando prohibido su uso inmotivado o exagerado. 
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4. Los vehículos de servicios de urgencia y otros vehículos especiales podrán utilizar otras señales 
ópticas y acústicas en los casos y en las condiciones que reglamentariamente se determinen. 

CAPÍTULO III 

Otras normas de circulación 

Artículo 45. Puertas. 

Se prohíbe llevar abiertas las puertas del vehículo, abrirlas antes de su completa inmovilización y 
abrirlas o apearse del mismo sin haberse cerciorado previamente de que ello no implica peligro o 
entorpecimiento para otros usuarios, especialmente cuando se refiere a conductores de bicicletas. 

Artículo 46. Apagado de motor. 

Aun cuando el conductor no abandone su puesto, deberá parar el motor siempre que el vehículo se 
encuentre detenido en el interior de un túnel, en un lugar cerrado o durante la carga de combustible. 

Artículo 47. Cinturón, casco y restantes elementos de seguridad. 

El conductor y ocupantes de vehículos a motor y ciclomotores están obligados a utilizar el cinturón 
de seguridad, el casco y demás elementos de protección en los términos que reglamentariamente se 
determine. 

El conductor y, en su caso, los ocupantes de bicicletas y ciclos en general estarán obligados a utilizar 
el casco de protección en las vías urbanas, interurbanas y travesías, en los términos que 
reglamentariamente se determine siendo obligatorio su uso por los menores de dieciséis años, y 
también por quienes circulen por vías interurbanas. 

Reglamentariamente se fijarán las excepciones a lo previsto en este apartado. 

Artículo 48. Tiempos de descanso y conducción. 

Por razones de seguridad podrán regularse los tiempos de conducción y descanso. También podrá 
exigirse la presencia de más de una persona habilitada para la conducción de un solo vehículo. 

Artículo 49. Peatones. 

1. El peatón debe transitar por la zona peatonal, salvo cuando ésta no exista o no sea practicable, 
en cuyo caso podrá hacerlo por el arcén o, en su defecto, por la calzada, en los términos que 
reglamentariamente se determine. 

2. Fuera de poblado, y en tramos de poblado incluidos en el desarrollo de una carretera que no 
dispongan de espacio especialmente reservado para peatones, siempre que sea posible, la circulación 
de los mismos se hará por su izquierda. 

3. Salvo en los casos y en las condiciones que reglamentariamente se determinen, queda prohibida 
la circulación de peatones por autopistas y autovías. 

Artículo 50. Animales. 
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1. Sólo se permite el tránsito de animales de tiro, carga o silla, cabezas de ganado aisladas, en 
manada o rebaño, cuando no exista itinerario practicable por vía pecuaria y siempre que vayan 
custodiados por alguna persona. 

Dicho tránsito se efectuará por la vía alternativa que tenga menor intensidad de circulación de 
vehículos en los términos que reglamentariamente se determine. 

2. Se prohíbe la circulación de animales por autopistas y autovías. 

Artículo 51. Obligaciones en caso de accidente o avería. 

1. El usuario de la vía que se vea implicado en un accidente de tráfico, lo presencie o tenga 
conocimiento de él está obligado a auxiliar o solicitar auxilio para atender a las víctimas que pueda 
haber, prestar su colaboración, evitar mayores peligros o daños, restablecer, en la medida de lo posible, 
la seguridad de la circulación y esclarecer los hechos. 

2. Si por causa de accidente o avería el vehículo o su carga obstaculizan la calzada, el conductor, tras 
señalizar convenientemente el vehículo o el obstáculo creado, adoptará las medidas necesarias para que 
sea retirado en el menor tiempo posible debiendo sacarlo de la calzada y situarlo cumpliendo las 
normas de estacionamiento siempre que sea factible. 

3. Reglamentariamente se determinarán las condiciones en las que realizarán sus funciones los 
servicios de auxilio en carretera que acudan al lugar de un accidente o avería, así como las 
características que deban cumplir las empresas que los desarrollen o los vehículos y demás medios que 
se hayan de utilizar. 

 

TÍTULO III 

Señalización 

Artículo 53. Normas generales. 

1. El usuario de las vías está obligado a obedecer las señales de la circulación que establezcan una 
obligación o una prohibición y a adaptar su comportamiento al mensaje del resto de las señales 
reglamentarias que se encuentren en las vías por las que circula. 

A estos efectos, cuando la señal imponga una obligación de detención, el conductor del vehículo no 
puede reanudar su marcha hasta haber cumplido lo prescrito por la señal. 

En los peajes dinámicos o telepeajes, los vehículos que los utilicen deberán estar provistos del 
medio técnico que posibilite su uso en condiciones operativas. 

2. Salvo circunstancias especiales que lo justifiquen, el usuario debe obedecer las prescripciones 
indicadas por las señales, aun cuando parezcan estar en contradicción con las normas de 
comportamiento en la circulación. 

Artículo 54. Preferencia. 

1. El orden de preferencia entre los distintos tipos de señales de circulación es el siguiente: 
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a) Señales y órdenes de los agentes de la autoridad encargados de la vigilancia del tráfico en el 
ejercicio de las funciones que tengan encomendadas. 

b) Señalización circunstancial que modifique el régimen normal de utilización de la vía. 

c) Semáforos. 

d) Señales verticales de circulación. 

e) Marcas viales. 

2. En el caso de que las prescripciones indicadas por diferentes señales parezcan estar en 
contradicción entre sí, prevalecerá la preferente, según el orden a que se refiere el apartado anterior, o 
la más restrictiva si se trata de señales del mismo tipo. 

Artículo 55. Formato. 

1. Reglamentariamente se establecerá el Catálogo Oficial de Señales de la Circulación y Marcas 
Viales, de acuerdo con las reglamentaciones y recomendaciones internacionales en la materia. 

2. Dicho Catálogo especificará necesariamente la forma, color, diseño y significado de las señales, 
así como las dimensiones de las mismas en función de cada tipo de vía y sus sistemas de colocación. 

3. Las señales y marcas viales deberán cumplir las especificaciones que reglamentariamente se 
establezca. 

Artículo 56. Lengua. 

Las indicaciones escritas de las señales se expresarán, al menos, en la lengua española oficial del 
Estado. 

Artículo 57. Mantenimiento. 

1. Corresponde al titular de la vía la responsabilidad del mantenimiento de la misma en las mejores 
condiciones posibles de seguridad para la circulación, y de la instalación y conservación en ella de las 
adecuadas señales y marcas viales. También corresponde al titular de la vía la autorización previa para la 
instalación en ella de otras señales de circulación. En caso de emergencia, los agentes de la autoridad 
encargados de la vigilancia del tráfico, en el ejercicio de las funciones que tengan encomendadas, 
podrán instalar señales circunstanciales sin autorización previa. 

2. La autoridad encargada de la regulación, ordenación y gestión del tráfico será responsable de la 
señalización de carácter circunstancial en razón de las contingencias del mismo y de la señalización 
variable necesaria para su control, de acuerdo con la normativa de carreteras. 

3. La responsabilidad de la señalización de las obras que se realicen en las vías corresponderá a los 
organismos que las realicen o a las empresas adjudicatarias de las mismas, en los términos que 
reglamentariamente se determine. Los usuarios de la vía están obligados a seguir las indicaciones del 
personal destinado a la regulación del tráfico en dichas obras. 

Artículo 58. Retirada, sustitución y alteración. 

1. El titular de la vía o, en su caso, la autoridad encargada de la ordenación y gestión del tráfico, 
ordenará la inmediata retirada y, cuando proceda, la sustitución por las que sean adecuadas a la 
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normativa vigente, de las que hayan perdido su objeto y de las que no lo cumplan por causa de su 
deterioro. 

2. Salvo por causa justificada, nadie debe instalar, retirar, trasladar, ocultar o modificar la 
señalización de una vía sin permiso del titular de la misma o, en su caso, de la autoridad encargada de la 
regulación, ordenación y gestión del tráfico o de la responsable de las instalaciones. 

3. Se prohíbe modificar el contenido de las señales o colocar sobre ellas o en sus inmediaciones 
placas, carteles, marcas u otros objetos que puedan inducir a confusión, reducir su visibilidad o su 
eficacia, deslumbrar a los usuarios de la vía o distraer su atención. 
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TEMA 5 

 

 
Real Decreto 1428/2003, de 21 de noviembre, por el que 
se aprueba el Reglamento General de Circulación para la 
aplicación y desarrollo del texto articulado de la Ley sobre 
tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo  

339/1990, de 2 de marzo 

 



 

 51  

 

 

Real Decreto 1428/2003, de 21 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento General 
de Circulación para la aplicación y desarrollo del texto articulado de la Ley sobre tráfico, 
circulación de vehículos a motor y seguridad vial, aprobado por el Real Decreto Legislativo  

339/1990, de 2 de marzo 

 

TÍTULO IV 

De la señalización 

CAPÍTULO VI 

De los tipos y significados de las señales de circulación y marcas viales 

Sección 1.ª De las señales y órdenes de los agentes de circulación 

Artículo 143.  Señales con el brazo y otras. 

1. Los agentes de la autoridad responsable del tráfico que estén regulando la circulación lo harán 
de forma que sean fácilmente reconocibles como tales a distancia, tanto de día como de noche, y sus 
señales, que han de ser visibles, y sus órdenes deben ser inmediatamente obedecidas por los usuarios 
de la vía. 
Tanto los agentes de la autoridad que regulen la circulación como la Policía Militar, el personal de obras 
y el de acompañamiento de los vehículos en régimen de transporte especial, que regulen el paso de 
vehículos y, en su caso, las patrullas escolares, el personal de protección civil y el de organizaciones de 
actividades deportivas o de cualquier otro acto, habilitado a los efectos contemplados en el apartado 4 
de este artículo, deberán utilizar prendas de colores llamativos y dispositivos o elementos 
retrorreflectantes que permitan a los conductores y demás usuarios de la vía que se aproximen 
distinguirlos a una distancia mínima de 150 metros. 

2. Como norma general, los agentes de la autoridad responsable del tráfico utilizarán las 
siguientes señales: 

a) Brazo levantado verticalmente: obliga a detenerse a todos los usuarios de la vía que se 
acerquen al agente, salvo a los conductores que no puedan hacerlo en condiciones de seguridad 
suficiente. Si esta señal se efectúa en una intersección, no obligará a detenerse a los conductores que 
hayan entrado ya en ella. 
La detención debe efectuarse ante la línea de detención más cercana o, en su defecto, inmediatamente 
antes del agente. En una intersección, la detención debe efectuarse antes de entrar en ella. 
Con posterioridad a esta señal, el agente podrá indicar, en su caso, el lugar donde debe efectuarse la 
detención. 

b) Brazo o brazos extendidos horizontalmente:obliga a detenerse a todos los usuarios de la vía 
que se acerquen al agente desde direcciones que corten la indicada por el brazo o los brazos extendidos 
y cualquiera que sea el sentido de su marcha. Esta señal permanece en vigor aunque el agente baje el 
brazo o los brazos, siempre que no cambie de posición o efectúe otra señal. 

c) Balanceo de una luz roja o amarilla: obliga a detenerse a los usuarios de la vía hacia  

los que el agente dirija la luz. 

d) Brazo extendido moviéndolo alternativamente de arriba abajo: esta señal obliga a disminuir la 
velocidad de su vehículo a los conductores que se acerquen al agente por el lado correspondiente al 
brazo que ejecuta la señal y perpendicularmente a dicho brazo. 

e) Otras señales: cuando las circunstancias así lo exijan, los agentes podrán utilizar  

cualquier otra indicación distinta a las anteriores realizada de forma clara. 
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Los agentes podrán ordenar la detención de vehículos con una serie de toques de silbato cortos y 
frecuentes, y la reanudación de la marcha con un toque largo. 
3. Los agentes podrán dar órdenes o indicaciones a los usuarios mientras hacen uso de la señal V-1 que 
establece el Reglamento General de Vehículos, a través de la megafonía o por cualquier otro medio que 
pueda ser percibido claramente por aquéllos, entre los cuales están los siguientes: 

a) Bandera roja: indica que a partir del paso del vehículo que la porta, la calzada queda 
temporalmente cerrada al tráfico de todos los vehículos y usuarios, excepto para aquellos que son 
acompañados o escoltados por los agentes de la autoridad responsable de la regulación, gestión y 
control del tráfico. 

b) Bandera verde: indica que, a partir del paso del vehículo que la porta, la calzada  

queda de nuevo abierta al tráfico. 

c) Bandera amarilla: indica al resto de los conductores y usuarios la necesidad de extremar la 
atención o la proximidad de un peligro. Esta bandera podrá ser también utilizada por el personal auxiliar 
habilitado que realice funciones de orden, control o seguridad durante el desarrollo de marchas ciclistas 
o de cualquiera otra actividad, deportiva o no, en las vías objeto de la legislación sobre tráfico, 
circulación de vehículos a motor y seguridad vial. 

d) Brazo extendido hacia abajo inclinado y fijo: el agente desde un vehículo indica la  

obligación de detenerse en el lado derecho a aquellos usuarios a los que va dirigida la señal. 

e) Luz roja o amarilla intermitente o destellante hacia delante: el agente desde un vehículo indica 
al conductor del que le precede que debe detener el vehículo en el lado derecho, delante del vehículo 
policial, en un lugar donde no genere mayores riesgos o molestias para el resto de los usuarios, y 
siguiendo las instrucciones que imparta el agente mediante la megafonía. 

4. En ausencia de agentes de la circulación o para auxiliar a éstos, y en las circunstancias y condiciones 
establecidas en este reglamento, la Policía Militar podrá regular la circulación, y el personal de obras en 
la vía y el de acompañamiento de los vehículos en régimen de transporte especial podrá regular el paso 
de vehículos mediante el empleo de las señales verticales R-2 y R-400 incorporadas a una paleta, y, por 
este mismo medio, las patrullas escolares invitar a los usuarios de la vía a que detengan su marcha. 
Cuando la autoridad competente autorice la celebración de actividades deportivas o actos que 
aconsejen establecer limitaciones a la circulación en vías urbanas o interurbanas, la autoridad 
responsable del tráfico podrá habilitar al personal de protección civil o de la organización responsable 
para impedir el acceso de vehículos o peatones a la zona o itinerario afectados, en los términos del 
anexo II. 
Cuando las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, en el ámbito de sus funciones, establezcan 
controles policiales de seguridad ciudadana en la vía pública, podrán regular el tráfico exclusivamente en 
el caso de ausencia de agentes de la circulación. 
La forma y significado de las señales y órdenes de los agentes de la circulación se ajustará a lo que 
establece el Catálogo oficial de señales de circulación. Estas señales figuran también en el anexo I. 

Sección 3.ª De los semáforos 

Artículo 145.  Semáforos reservados para peatones. 

El significado de las luces de estos semáforos es el siguiente: 

a) Una luz roja no intermitente, en forma de peatón inmóvil, indica a los peatones que no  

deben comenzar a cruzar la calzada. 

b) Una luz verde no intermitente, en forma de peatón en marcha, indica a los peatones que 
pueden comenzar a atravesar la calzada. Cuando dicha luz pase a intermitente, significa que el tiempo 
de que aún disponen para terminar de atravesar la calzada está a punto de finalizar y que se va a 
encender la luz roja. 

Artículo 146.  Semáforos circulares para vehículos. El 
significado de sus luces y flechas es el siguiente: a) Una luz 
roja no intermitente prohíbe el paso. 
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Mientras permanece encendida, los vehículos no deben rebasar el semáforo ni, si existe, la línea de 
detención anterior más próxima a aquél. Si el semáforo estuviese dentro o al lado opuesto de una 
intersección, los vehículos no deben internarse en ésta ni, si existe, rebasar la línea de detención situada 
antes de aquélla. 

b) Una luz roja intermitente, o dos luces rojas alternativamente intermitentes, prohíben 
temporalmente el paso a los vehículos antes de un paso a nivel, una entrada a un puente móvil o a un 
pontón trasbordador, en las proximidades de una salida de vehículos de extinción de incendios o con 
motivo de la aproximación de una aeronave a escasa altura. 

c) Una luz amarilla no intermitente significa que los vehículos deben detenerse en las mismas 
condiciones que si se tratara de una luz roja fija, a no ser que, cuando se encienda, el vehículo se 
encuentre tan cerca del lugar de detención que no pueda detenerse antes del semáforo en condiciones 
de seguridad suficientes. 

d) Una luz amarilla intermitente o dos luces amarillas alternativamente intermitentes obligan a los 
conductores a extremar la precaución y, en su caso, ceder el paso. Además, no eximen del cumplimiento 
de otras señales que obliguen a detenerse. 

e) Una luz verde no intermitente significa que está permitido el paso con prioridad,  

excepto en los supuestos a que se refiere el artículo 59.1. 

f) Una flecha negra sobre una luz roja no intermitente o sobre una luz amarilla no cambia el 
significado de dichas luces, pero lo limita exclusivamente al movimiento indicado por la flecha. 

g) Una flecha verde que se ilumina sobre un fondo circular negro significa que los vehículos 
pueden tomar la dirección y sentido indicados por aquélla, cualquiera que sea la luz que esté 
simultáneamente encendida en el mismo semáforo o en otro contiguo. 

Cualquier vehículo que, al encenderse la flecha verde, se encuentre en un carril reservado 
exclusivamente para la circulación en la dirección y sentidos indicados por la flecha o que, sin estar 
reservado, sea el que esta circulación tenga que utilizar, deberá avanzar en dicha dirección y sentido. 
Los vehículos que avancen siguiendo la indicación de una flecha verde deben hacerlo con precaución, 
dejando pasar a los vehículos que circulen por el carril al que se incorporen y no poniendo en peligro a 
los peatones que estén cruzando la calzada. 

Sección 4.ª De las señales verticales de circulación 

Subsección 2.ª De las señales de reglamentación 

Artículo 150.  Objeto, clases y normas comunes. 

1. Las señales de reglamentación tienen por objeto indicar a los usuarios de la vía las 
obligaciones, limitaciones o prohibiciones especiales que deben observar. 

2. Las señales de reglamentación se subdividen en: 

a) Señales de prioridad. 

b) Señales de prohibición de entrada. 

c) Señales de restricción de paso. 

d) Otras señales de prohibición o restricción. 

e) Señales de obligación. 

f) Señales de fin de prohibición o restricción. 

3. Las señales de reglamentación colocadas al lado o en la vertical de una señal que indique el 
nombre del poblado significan que la reglamentación se aplica a todo el poblado, excepto si en éste se 
indicara otra reglamentación distinta mediante otras señales en ciertos tramos de la vía. 

4. Las obligaciones, limitaciones o prohibiciones especiales establecidas por las señales de 
reglamentación regirán a partir de la sección transversal donde estén colocadas dichas señales, salvo 
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que mediante un panel complementario colocado debajo de ellas se indique la distancia a la sección 
donde empiecen a regir las citadas señales. 

Artículo 151.  Señales de prioridad. 

1. Las señales de prioridad están destinadas a poner en conocimiento de los usuarios de la vía 
reglas especiales de prioridad en las intersecciones o en los pasos estrechos. 

2. La nomenclatura y significado de las señales de prioridad son los siguientes: 

R-1. Ceda el paso. Obligación para todo conductor de ceder el paso en la próxima 
intersección a los vehículos que circulen por la vía a la que se aproxime o al carril 
al que pretende incorporarse. 

R-2. Detención obligatoria o stop. Obligación para todo conductor de detener su 
vehículo ante la próxima línea de detención o, si no existe, inmediatamente antes 
de la intersección, y ceder el paso en ella a los vehículos que circulen por la vía a 
la que se aproxime. 
Si, por circunstancias excepcionales, desde el lugar donde se ha efectuado la 
detención no existe visibilidad suficiente, el conductor deberá detenerse de 
nuevo en el lugar desde donde tenga visibilidad, sin poner en peligro a ningún 
usuario de la vía. 

R-3. Calzada con prioridad. Indica a los conductores de los vehículos que circulen por 
una calzada su prioridad en las intersecciones sobre los vehículos que circulen por 
otra calzada. 

R-4. Fin de prioridad. Indica la proximidad del lugar en que la calzada por la que se 
circula pierde su prioridad respecto a otra calzada. 

R-5. Prioridad en sentido contrario. Prohibición de entrada en un paso estrecho 
mientras no sea posible atravesarlo sin obligar a los vehículos que circulen en 
sentido contrario a detenerse. 

R-6. Prioridad respecto al sentido contrario. Indica a los conductores que, en un 
próximo paso estrecho, tienen prioridad con relación a los vehículos que circulen 
en sentido contrario. 

3. Aunque no responden a los requisitos del artículo 150.1, son también señales de prioridad las 
P-1, P-1 a, P-1 b, P-1 c, P-1 d, P-2, P-6, P-7 y P-8. 

Artículo 152.  Señales de prohibición de entrada. 

Las señales de prohibición de entrada, para quienes se las encuentren de frente en el sentido de su 
marcha y a partir del lugar en que están situadas, prohíben el acceso a los vehículos o usuarios, en la 
forma que a continuación se detalla: 

R-100. Circulación prohibida. Prohibición de circulación de toda clase de vehículos en 
ambos sentidos. 

R-101. Entrada prohibida. Prohibición de acceso a toda clase de vehículos. 

R-102. Entrada prohibida a vehículos de motor.Prohibición de acceso a vehículos de 
motor. 

R-103. Entrada prohibida a vehículos de motor, excepto motocicletas de dos ruedas sin 
sidecar. Prohibición de acceso a vehículos de motor. No prohíbe el acceso a 
motocicletas de dos ruedas. 

R-104. Entrada prohibida a motocicletas. Prohibición de acceso a motocicletas. 

R-105. Entrada prohibida a ciclomotores. Prohibición de acceso a ciclomotores de dos 
y tres ruedas y cuadriciclos ligeros. Igualmente prohíbe la entrada a vehículos 
para personas de movilidad reducida. 

R-106. Entrada prohibida a vehículos destinados al transporte de mercancías. 
Prohibición de acceso a vehículos destinados al transporte de mercancías, 
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entendiéndose como tales camiones y furgones independientemente de su 
masa. 

R-107. Entrada prohibida a vehículos destinados al transporte de mercancías con 
mayor masa autorizada que la indicada. Prohibición de acceso a toda clase de 
vehículos destinados al transporte de mercancías si su masa máxima autorizada 
es superior a la indicada en la señal, entendiéndose como tales los camiones y 
furgones con mayor masa autorizada que la indicada en la señal. Prohíbe el 
acceso aunque circulen vacíos. 

R-108. Entrada prohibida a vehículos que transporten mercancías peligrosas. 
Prohibición de paso a toda clase de vehículos que transporten mercancías 
peligrosas y que deban circular de acuerdo con su reglamentación especial. 

R-109. Entrada prohibida a vehículos que transporten mercancías explosivas o 
inflamables. Prohibición de paso a toda clase de vehículos que transporten 
mercancías explosivas o fácilmente inflamables y que deban circular de acuerdo 
con su reglamentación especial. 

R-110. Entrada prohibida a vehículos que transporten productos contaminantes del 
agua. Prohibición de paso a toda clase de vehículos que transporten más de 
1.000 litros de productos capaces de contaminar el agua. 

R-111. Entrada prohibida a vehículos agrícolas de motor. Prohibición de acceso a 
tractores y otras máquinas agrícolas autopropulsadas. 

R-112. Entrada prohibida a vehículos de motor con remolque, que no sea un 
semirremolque o un remolque de un solo eje. La inscripción de una cifra de 
tonelaje, ya sea sobre la silueta del remolque, ya sea en una placa 
suplementaria, significa que la prohibición de paso sólo se aplica cuando la 
masa máxima autorizada del remolque supere dicha cifra. 

R-113. Entrada prohibida a vehículos de tracción animal. Prohibición de acceso a 
vehículos de tracción animal. 

R-114. Entrada prohibida a ciclos. Prohibición de acceso a ciclos. 

R-115. Entrada prohibida a carros de mano. Prohibición de acceso a carros de mano. 

R-116. Entrada prohibida a peatones. Prohibición de acceso a peatones. 

R-117. Entrada prohibida a animales de montura.Prohibición de acceso a animales de 
montura. 

Artículo 153.  Señales de restricción de paso. 

Las señales de restricción de paso, para quienes se las encuentren de frente en el sentido de su marcha y 
a partir del lugar en que están situadas, prohíben o limitan el acceso de los vehículos en la forma que a 
continuación se detalla: 

R-200. Prohibición de pasar sin detenerse. Indica el lugar donde es obligatoria la 
detención por la proximidad, según la inscripción que contenga, de un puesto 
de aduana, de policía, de peaje u otro, y que tras ellos pueden estar instalados 
medios mecánicos de detención. 
En todo caso, el conductor así detenido no podrá reanudar su marcha hasta 
haber cumplido la prescripción que la señal establece. 

R-201. Limitación de masa. Prohibición de paso de los vehículos cuya masa en carga 
supere la indicada en toneladas. 

R-202. Limitación de masa por eje. Prohibición de paso a los vehículos cuya masa por 
eje transmitida por la totalidad de las ruedas acopladas a algún eje supere a la 
indicada en la señal. 

R-203. Limitación de longitud. Prohibición de paso de los vehículos o conjunto de 
vehículos cuya longitud máxima, incluida la carga, supere la indicada. 
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R-204. Limitación de anchura. Prohibición de paso de los vehículos cuya anchura 
máxima, incluida la carga, supere la indicada. 

R-205. Limitación de altura. Prohibición de paso de los vehículos cuya altura máxima, 
incluida la carga, supere la indicada. 

Artículo 154.  Otras señales de prohibición o restricción. 

La nomenclatura y significado de estas señales son las siguientes: 

R-300. Separación mínima. Prohibición de circular sin mantener con el vehículo 
precedente una separación igual o mayor a la indicada en la señal, excepto para 
adelantar. Si aparece sin la indicación en metros, recuerda de forma genérica 
que debe guardarse la distancia de seguridad entre vehículos establecida en el 
artículo 54. 

R-301. Velocidad máxima. Prohibición de circular a velocidad superior, en kilómetros 
por hora, a la indicada en la señal. Obliga desde el lugar en que esté situada 
hasta la próxima señal «Fin de limitación de velocidad», de «Fin de 
prohibiciones» u otra de «Velocidad máxima», salvo que esté colocada en el 
mismo poste que una señal de advertencia de peligro o en el mismo panel que 
ésta, en cuyo caso la prohibición finaliza cuando termine el peligro señalado. 
Situada en una vía sin prioridad, deja de tener vigencia al salir de una 
intersección con una vía con prioridad. Si el límite indicado por la señal coincide 
con la velocidad máxima permitida para el tipo de vía, recuerda de forma 
genérica la prohibición de superarla. 

R-302. Giro a la derecha prohibido. Prohibición de girar a la derecha. 

R-303. Giro a la izquierda prohibido. Prohibición de girar a la izquierda. Incluye, 
también, la prohibición del cambio de sentido de marcha. 

R-304. Media vuelta prohibida. Prohibición de efectuar la maniobra de cambio de 
sentido de la marcha. 

R-305. Adelantamiento prohibido. Por añadidura a los principios generales sobre 
adelantamiento, indica la prohibición a todos los vehículos de adelantar a los 
vehículos de motor que circulen por la calzada, salvo que éstos sean 
motocicletas de dos ruedas y siempre que no se invada la zona reservada al 
sentido contrario, a partir del lugar en que esté situada la señal y hasta la 
próxima señal de «Fin de prohibición de adelantamiento» o de «Fin de 
prohibiciones». Colocada en aquellos lugares donde por norma esté prohibido 
el adelantamiento, recuerda de forma genérica la prohibición de efectuar esta 
maniobra. 

R-306. Adelantamiento prohibido para camiones. Prohibición a los camiones cuya 
masa máxima autorizada exceda de 3.500 kilogramos de adelantar a los 
vehículos de motor que circulen por la calzada, salvo que éstos sean 
motocicletas de dos ruedas y siempre que no se invada la zona reservada al 
sentido contrario, a partir del lugar en que esté situada la señal y hasta la 
próxima señal de «Fin de prohibición de adelantamiento para camiones» o de 
«Fin de prohibiciones». 

R-307. Parada y estacionamiento prohibido. Prohibición de parada y estacionamiento 
en el lado de la calzada en que esté situada la señal. Salvo indicación en 
contrario, la prohibición comienza en la vertical de la señal y termina en la 
intersección más próxima. 

R-308. Estacionamiento prohibido. Prohibición de estacionamiento en el lado de la 
calzada en que esté situada la señal. Salvo indicación en contrario, la 
prohibición comienza en la vertical de la señal y termina en la intersección más 
próxima. No prohíbe la parada. 
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R-308 a.  Estacionamiento prohibido los días impares. Prohibición de estacionamiento, en 
el lado de la calzada en que esté situada la señal, los días impares. Salvo 
indicación en contrario, la prohibición comienza en la vertical de la señal y 
termina en la intersección más próxima. No prohíbe la parada. 

R-308 b.  Estacionamiento prohibido los días pares. Prohibición de estacionamiento, en 
el lado de la calzada en que esté situada la señal, los días pares. Salvo indicación 
en contrario, la prohibición comienza en la vertical de la señal y termina en la 
intersección más próxima. No prohíbe la parada. 

R-308 c.  Estacionamiento prohibido la primera quincena. Prohibición de 
estacionamiento, en el lado de la calzada en que esté situada la señal, desde las 
nueve horas del día 1 hasta las nueve horas del día 16. Salvo indicación en 
contrario, la prohibición comienza en la vertical de la señal y termina en la 
intersección más próxima. No prohíbe la parada. 

R-308 d.  Estacionamiento prohibido la segunda quincena. Prohibición de 
estacionamiento en el lado de la calzada en que esté situada la señal, desde las 
nueve horas del día 16 hasta las nueve horas del día 1. Salvo indicación en 
contrario, la prohibición comienza en la vertical de la señal y termina en la 
intersección más próxima. No prohíbe la parada. 

R-308 e.  Estacionamiento prohibido en vado. Prohíbe el estacionamiento delante de un 
vado. 

R-309. Zona de estacionamiento limitado. Zona de estacionamiento de duración 
limitada y obligación para el conductor de indicar, de forma reglamentaria, la 
hora del comienzo del estacionamiento. Se podrá incluir el tiempo máximo 
autorizado de estacionamiento y el horario de vigencia de la limitación. 
También se podrá incluir si el estacionamiento está sujeto a pago. 

R-310. Advertencias acústicas prohibidas. Recuerda la prohibición general de efectuar 
señales acústicas, salvo para evitar un accidente. 

Artículo 155.  Señales de obligación. 

Son aquellas señales que señalan una norma de circulación obligatoria. Su nomenclatura y significado 
son los siguientes: 

R-400 a, b, c, d y e. Sentido obligatorio. La flecha señala la dirección y sentido que los 
vehículos tienen la obligación de seguir. 

R-401 a, b y c. Paso obligatorio. La flecha señala el lado o los lados del refugio por los 
que los vehículos han de pasar. 

R-402.  Intersección de sentido giratorio-obligatorio. Las flechas señalan la dirección y 
sentido del movimiento giratorio que los vehículos deben seguir. 

R-403  a, b y c. Únicas direcciones y sentidos permitidos. Las flechas señalan las únicas 
direcciones y sentidos que los vehículos pueden tomar. 

R-404. Calzada para automóviles, excepto motocicletas sin sidecar. Obligación para los 
conductores de automóviles, excepto motocicletas, de circular por la calzada a 
cuya entrada esté situada. 

R-405. Calzada para motocicletas sin sidecar. Obligación para los conductores de 
motocicletas de circular por la calzada a cuya entrada esté situada. 

R-406. Calzada para camiones, furgones y furgonetas. Obligación para los conductores 
de toda clase de camiones y furgones, independientemente de su masa, de 
circular por la calzada a cuya entrada esté situada. La inscripción de una cifra de 
tonelaje, ya sea sobre la silueta del vehículo, ya sea en otra placa 
suplementaria, significa que la obligación sólo se aplica cuando la masa máxima 
autorizada del vehículo o del conjunto de vehículos supere la citada cifra. 
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R-407 a.  Vía reservada para ciclos o vía ciclista. Obligación para los conductores de ciclos 
de circular por la vía a cuya entrada esté situada y prohibición a los demás 
usuarios de la vía de utilizarla. 

R-407 b. Vía reservada a ciclomotores. Obligación para los conductores de ciclomotores de 
circular por la vía a cuya entrada esté situada y prohibición a los demás usuarios 
de la vía de utilizarla. 

R-408. Camino para vehículos de tracción animal. Obligación para los conductores de 
vehículos de tracción animal de utilizar el camino a cuya entrada esté situada. 

R-409. Camino reservado para animales de montura. Obligación para los jinetes de 
utilizar con sus animales de montura el camino a cuya entrada esté situada y 
prohibición a los demás usuarios de la vía de utilizarlo. 

R-410. Camino reservado para peatones. Obligación para los peatones de transitar por 
el camino a cuya entrada esté situada y prohibición a los demás usuarios de la 
vía de utilizarlo. 

R-411. Velocidad mínima. Obligación para los conductores de vehículos de circular, por 
lo menos, a la velocidad indicada por la cifra, en kilómetros por hora, que figure 
en la señal, desde el lugar en que esté situada hasta otra de velocidad mínima 
diferente, o de fin de velocidad mínima o de velocidad máxima de valor igual o 
inferior. 

R-412. Cadenas para nieve. Obligación de no proseguir la marcha sin cadenas para 
nieve u otros dispositivos autorizados, que actúen al menos en una rueda a 
cada lado del mismo eje motor. 

R-413. Alumbrado de corto alcance. Obligación para los conductores de circular con el 
alumbrado de corto alcance al menos, con independencia de las condiciones de 
visibilidad e iluminación de la vía, desde el lugar en que esté situada la señal 
hasta otra de fin de esta obligación. 

R-414. Calzada para vehículos que transporten mercancías peligrosas. Obligación para 
los conductores de toda clase de vehículos que transporten mercancías 
peligrosas de circular por la calzada a cuya entrada esté situada y que deben 
circular de acuerdo con su reglamentación especial. 

R-415. Calzada para vehículos que transporten productos contaminantes del agua. 
Obligación para los conductores de toda clase de vehículos que transporten 
más de 1.000 litros de productos capaces de contaminar el agua de circular por 
la calzada a cuya entrada esté situada. 

R-416. Calzada para vehículos que transportan mercancías explosivas e inflamables. 
Obligación para los conductores de toda clase de vehículos que transporten 
mercancías explosivas o fácilmente inflamables de circular por la calzada a cuya 
entrada esté situada y que deben circular de acuerdo con su reglamentación 
especial. 

R-417. Uso obligatorio del cinturón de seguridad. Obligación de utilización del cinturón 
de seguridad. 

R-418. Vía exclusiva para vehículos dotados de equipo de telepeaje operativo. 
Telepeaje obligatorio.Obligación de efectuar el pago del peaje mediante el 
sistema de peaje dinámico o telepeaje; el vehículo que circule por el carril o 
carriles así señalizados deberá estar provisto del medio técnico que posibilite su 
uso en condiciones operativas de acuerdo con las disposiciones legales en la 
materia. 

 

Artículo 156.  Señales de fin de prohibición o restricción. 

La nomenclatura y significado de las señales de fin de prohibición o restricción son los siguientes: 
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R-500. Fin de prohibiciones. Señala el lugar desde el que todas las prohibiciones 
específicas indicadas por anteriores señales de prohibición para vehículos en 
movimiento dejan de tener aplicación. 

R-501. Fin de la limitación de velocidad. Señala el lugar desde donde deja de ser 
aplicable una anterior señal de velocidad máxima. 

R-502. Fin de la prohibición de adelantamiento. Señala el lugar desde donde deja de 
ser aplicable una anterior señal de adelantamiento prohibido. 

R-503. Fin de la prohibición de adelantamiento para camiones. Señala el lugar desde 
donde deja de ser aplicable una anterior señal de adelantamiento prohibido 
para camiones. 

R-504. Fin de zona de estacionamiento limitado. Señala el lugar desde donde deja de 
ser aplicable una anterior señal de zona de estacionamiento limitado. 

R-505. Fin de vía reservada para ciclos. Señala el lugar desde donde deja de ser 
aplicable una anterior señal de vía reservada para ciclos. 

R-506. Fin de velocidad mínima. Señala el lugar desde donde deja de ser aplicable una 
anterior señal de velocidad mínima. 
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TEMA 6 
 

HIDROGRAFÍA Y PLAYAS DE LA CAPV 
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HIDROGRAFÍA 

 
  
 
VERTIENTE ATLÁNTICA: 
 
 
RIO OCA: Nace en las estribaciones del Oiz, llegando a Gernika-Lumo. A partir de aquí sus aguas están 

sometidas al influjo de las mareas y comienza la Ría de Mundaka o Ría de Gernika. 

 

RIO IBAIZABAL: Nace en el límite de Bizkaia, Alava y Gipuzkoa, pasando por Elorrio, Durango, 

Amorebieta-Etxano, Lemoa (Río Arratia: Gorbea, Zeanuri, N-240), Galdakao y Basauri. En Basauri el 

Nervión aporta su caudal.  

 

RIO NERVION: Nace aguas arriba de Orduña, en territorio de Alava. Pasa por Amurrio, Llodio, Ugao-

Miraballes y, poco después, se funde con el Ibaizabal en Basauri, desembocando como tal en el Abra. 

 

RIO CADAGUA: Nace en el valle de Mena (Burgos), atravesando Balmaseda, Zalla y Güeñes, 

desembocando en Zorroza (Bilbao). 

 

RIO BARBADUN (Muskiz) 

 Un afluente de este río es el Kolitza, que nace en el monte del mismo nombre, cerca de 

Balmaseda. 

 

RIO ASUA: Recorre Lezama, Zamudio, Derio, Sondika y Erandio. 

 

RIO GOBELAS: Nace en Barrika, pasa por Sopelana, Getxo y en Leioa con rl río Udondo para desembocar 

poco después en la ría. 

 

RIO BUTRON (Plentzia)  – RIO LEA (Lekeitio)  – RIO ARTIBAI (Ondarroa) 
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RIO DEBA: 

 Nace en el límite con la provincia de Alava, en el Puerto de Arlabán. Pasa por Bergara y Elgoibar 

desembocando en el Cantábrico a la altura de Deba. 

 

RIO UROLA: 

 Nace en la vertiente norte de la Sierra de Aitzgorri. Atraviesa las poblaciones de Legazpi, 

Zumarraga, Azkoitia, Azpeitia, Zestoa para desembocar en Zumaia. 

 

RIO ORIA: 

 Tiene su origen en Aiztgorri. Pasa por Zegama, Beasain, Tolosa, Andoain, Lasarte-Oria para 

desembocar en Orio. 

 

RIO URUMEA: 

 Nace en tierras navarras. Atraviesa Hernani para desembocar en Donostia-San Sebastián. 

 

RIO OIARTZUN: 

 Río corto que atraviesa núcleos importantes como Oiartzun y Errenteria y que desemboca en 

Pasaia. 

 

RIO BIDASOA: 

 Río navarro que vierte sus aguas en el Cantábrico (Irun). 
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VERTIENTE MEDITERRÁNEA: 
 
 

RIO EBRO: 
  
  

Marca el límite suroeste del País. Penetra en Alava cerca del embalse de Sobrón. Pasa por 

Puentelarrá y Miranda de Ebro, atravesando el paso de las Conchas de Haro y entrando en la Rioja. Sus 

afluentes más importantes son Omecillo, Bayas y Zadorra. 

 
 
RIO ZADORRA: 

 
 
 Nace cerca del puerto de Opakua. Su curso se modificó para la construcción del embalse de 

Ullibarri-Gamboa. Bordea Vitoria-Gasteiz, pasa por La Puebla de Arganzón y desemboca en el Ebro. 

 

RIO BAYAS: 

 

 Nace en Gorbea, pasa por Murgia, atraviesa el Valle de Cuartango y desemboca en el Ebro, 

cerca de Miranda. 

 

 

RIO OMECILLO: 

 

 Recorre el Valle de Valdegobía y, tras pasar por Puentelarrá, desemboca en el Ebro. 

 

 

EMBALSE DE ULLIBARRI-GAMBOA / EMBALSE DE SANTA ENGRACIA (URRUNAGA) / EMBALSE DE 

SOBRÓN. 
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PLAYAS DE LA C.A.P.V. 

 

HONDARRIBIA HONDARRIBIA 

STA. CLARA IRLA SAN SEBASTIAN 

ZURRIOLA 
SAN SEBASTIAN 

KONTXA  SAN SEBASTIAN 

ONDARRETA SAN SEBASTIAN 

ORIBAZAR 
ORIO 

ANTILLA ORIO 

ZARAUTZ 
 ZARAUTZ 

MALKORBE 
GETARIA 

PORTUA GETARIA 

ITZURUN ZUMAIA 

SANTIAGO ZUMAIA 

DEBA DEBA 

MUTRIKU MUTRIKU 

SATURRARAN MUTRIKU 

ONDARBELTZ MUTRIKU 

ARRIGORRI ONDARROA 

KARRASPIO MENDEXA 

ISUNTZA LEKEITIO 

OGELLA 
ISPASTER 

EA 
EA 

LAGA 
IBARRANGELU 

LAIDA 
IBARRANGELU 

SAN ANTONIO 
SUKARRIETA 

TOÑA 
SUKARRIETA 

LAIDATXU 
MUNDAKA 

ARITXATXU 
BERMEO 

BAKIO 
BAKIO 

ARMINTZA 
LEMOIZ 
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ASTONDO 
GORLIZ 

GORLIZ 
GORLIZ 

PLENTZIA 
PLENTZIA 

BARRIKA 
BARRIKA 

ARRIETARA-ATXABIRIBIL 
SOPELANA 

BARINATXE 
SOPELANA 

GORRONDATXE 
GETXO 

ARRIGUGANA 
GETXO 

EREAGA 
GETXO 

LAS ARENAS 
GETXO 

ZIERBENA 
ZIERBENA 

LA ARENA-ZIERBANA 
MUSKIZ 

GARAIO 
ALAVA 
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TEMA 7 
 

CARRETERAS DE LA RED DE INTERÉS PREFERENTE 
Y AUTOPISTAS 
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A-1/N-1 

 

N-634 N-240 

Miranda de Ebro Añorga (GI-11) Gamarra 

Luko (AP-1) 

Armiñón (N-124) Usurbil Legutio 

La Puebla de Arganzón Orio Ubide 

Subijana de Alava (N-l02)  * Alto de Orio * Pto.de Barazar 

Enlace a Mendoza Zarautz Zeanuri 

Enlace a N-622 Getaria Lemoa 

Enlace a N-240 (Gamarra) Zumaia El Gallo (N-634) 

Cruce de Ozaeta (N-104)  * Alto de Itziar N-634 hasta Bilbao 

Agurain Deba  

Alsasua (A-10 / N-240) Elgoibar  

 * Pto. Etzegarate Eibar  

Beasain Ermua  

Tolosa  * Pto. Areitio  

Andoain (A-15) Durango  

Lasarte- Oria (AP-8/AP-1) Amorebieta - Etxano  

 Cruce de Erletxes (N-637)  

 Cruce de El Gallo (N-240)  

 Galdakao  

 Basauri  

 Bilbao  

 Barakaldo  

 Valle de Trápaga – Trapag.  

 Ortuella (N-639)  

 Muskiz  
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AP-8 (Autop. Del Cantábrico) AP-68 (Bilbao-Zaragoza) 

Irun E / Behobia / Bera de Bidasoa (N-121-A) 
Irun O (GI-636) / Hondarribia (Aerop. N-638) 
Oiartzun / Errenteria  
Errenteria / Pasaia / Donostia (GI-20) 
Donostia /Astigarraga (GI-41)/Hernani (A-15) 
Lasarte-Oria / Tolosa (A-1) / Pamplona (A-15) 
Orio / Aia 
Zarautz / Getaria 
Zestoa / Zumaia / Azpeitia 
Itziar / Deba --- * Tunel de Itziar 
Elgoibar /Deba / Azkoitia 
Bergara / V-G / Burgos/ Madrid (AP-1) 
Eibar (N-634) / GI-627 Soraluze 
Eibar / Ermua  
N-636 Elorrio / N-634 Abadiño/ Berrriz/ BI-633 
Markina-Xemein 
Iurreta / Durango /  BI- 623 Vitoria-Gasteiz 
Amorebieta-Etxano / BI-635 Gernika-Lumo 
Amorebieta-Etxano Pol. Industrial Boroa 
N-637 Aeropuerto / Bilbao / Barakaldo / Getxo 
N- 240 Galdakao Hospital / Vitoria -Gasteiz 
N-634 Galdakao 
Bilbao E / Begoña 
BI- 625 Basauri / Vitoria-Gasteiz /Burgos (AP-68) 
* Túnel de Malmasín 
Bilbao / BI-636 Balmaseda 
Portugalete / Sestao 
Salida 125A : Sestao / Barakaldo 
Salida 125B: Portugalete / Santurtzi C / Ortuella / 
Trapagarán 
Santurtzi Puerto (N-644) 
Zierbena / Gallarta 
Muskiz / La Arena  
El Haya / Kobaron 

* Antes del túnel de Malmasín / A-8  
Arrigorriaga / Ugao - Miraballes 
Areta N / Arrankudiaga 
Areta S / Llodio / Orozko 
* Puerto de Altube 
Murgia / Vitoria-Gasteiz (N-622) / Pamplona 
Pobes / Nanclares de la Oca 
Miranda de Ebro (AP-1) / Armiñón / Vitoria 
Zambrana / Miranda de Ebro 
Haro (Rioja) 
 

AP-1 (Burgos-Cantábrico) 
Burgos-Armiñon (Tramo 1) 
Foronda (N-622) 
Luko (N-240) 
Eskoriatza 
Arrasate 
Bergara-Sur 
Eibar (Maltzaga / enlace A-8) 
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TERRITORIO HISTÓRICO DE ARABA- ALAVA 

 
 
 

N-102 (Vitoria-Gasteiz a A-1 /Dirección Madrid) 

• Vitoria-Gasteiz 

• Ariñez 

• Subijana de Alava (A-1) 

N-104 (Vitoria-Gasteiz a A-1 /Dirección Irún) 

• Vitoria-Gasteiz 

• Elorriaga (A-132 a Estella) 

• Cruce de Ozaeta (A-1) 

N-124 (Vitoria-Gasteiz a Logroño por Haro) 

• Armiñón (A-1/N-1) 

• Zambrana 

* Cruce a Briñas (N-232-A) / a Laguardia (A-124) 

• Haro 

N-622 (Autovía Vitoria-Gasteiz / AP-68) 

• Vitoria-Gasteiz 

* Enlace con AP-1 

* Enlace con N-624 

• Murgia 

• AP-68 

N-624 (Acceso al aeropuerto de Foronda) 

* Enlace N-622 

• Aeropuerto de Foronda 
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TERRITORIO HISTÓRICO DE BIZKAIA 

 
 
 

N-629 (De Burgos a Santoña) 

• Lanestosa 

N-633 (Acceso al Aeropuerto de Loiu) 

* Enlace N-637 

• Aeropuerto de Bilbao 

N-636 (De Beasain a Durango por Kanpazar) 

* Límite con Gipuzkoa   

• Elorrio 

• Abadiño 

*  Enlace BI- 732    

N-637 (De Cruces/Intercambiador a Erletxes por Rontegi) 

*Enlace A-8 

• Puente de  Rontegi 

• Erandio 

• Derio 

* Enlace N-633 

• Lezama 

• Cruce de Erletxes (N-634) 

N-639 (Acceso al puerto por Zierbana) 

* Enlace N-634 

• Abanto y Ciérvana-Abanto Zierbena 

• Puerto de Santurtzi 

N-644 (Autovía del Puerto) 

* Enlace A-8 

• Puerto de Santurtzi 
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TERRITORIO HISTÓRICO DE GIPUZKOA 

 
 
 

N-121-A (De Pamplona a Irun) 

• Límite con Navarra (Puente de Endarlatsa) 

• Behobia (Irun) 

 

N-638 (Acceso al aeropuerto de San Sebastián) 

* Enlace GI-636 

• Hondarribia (Aeropuerto) 

� N-636 (De Beasain a Durango por Kanpazar) / GI-632. 

En ejecución 

 
 
 
 
 
 
 
Nota: 

- A-1  =     Autovía del Norte 

- N-634 =  San Sebastián – Santiago de Compostela 

- N-240 =  Tarragona – Bilbao 
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Tema 8.- 
 

Jurisdicción y competencia de los órganos judiciales. 
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8.- Jurisdicción y competencia de los órganos judiciales.  
 
1.- COMPETENCIA TERRITORIAL DE LOS JUECES Y TRIBUNALES. Ley de Enjuiciamiento Criminal. 
 
Artículo 15  

Cuando no conste el lugar en que se haya cometido un  delito, serán Jueces y Tribunales competentes 
en su caso para conocer de la causa o juicio: 

• 1.º El del término municipal, partido o circunscripción en que se hayan descubierto pruebas 
materiales del delito. 

• 2.º El del término municipal, partido o circunscripción, en que el presunto reo haya sido 
aprehendido. 

• 3. º El de la residencia del reo presunto. 

• 4. º Cualquiera que hubiese tenido noticia del delito. 
 

Si se suscitase competencia entre estos Jueces o Tribunales, se decidirá dando la preferencia por el 
orden con que están expresados en los números que preceden. 

Tan luego como conste el lugar en que se hubiese cometido el delito, el Juez o Tribunal que estuviere 
conociendo de la causa acordará la inhibición en favor del competente, poniendo en su caso los 
detenidos a disposición del mismo y acordando remitir, en la misma resolución las diligencias y efectos 
ocupados.   
 
Artículo 15 bis  

En el caso de que se trate de algunos de los delitos  cuya instrucción o conocimiento corresponda al Juez 
de Violencia sobre la Mujer, la competencia territorial vendrá determinada por el lugar del domicilio de 
la víctima, sin perjuicio de la adopción de la orden de protección, o de medidas urgentes del artículo 13 
de la presente Ley que pudiera adoptar el Juez del lugar de comisión de los hechos. 
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2.- ATRIBUCIONES DE LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES EN EL ÁMBITO PENAL. LEY ORGÁNICA 
6/1985, DEL PODER JUDICIAL 
 
DE LAS AUDIENCIAS PROVINCIALES 

Artículo 80  

1. Las Audiencias Provinciales, que tendrán su sede en la capital de la provincia, de la que tomarán su 
nombre, extenderán su jurisdicción a toda ella, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 4 del artículo 
82. 

2. Podrán crearse Secciones de la Audiencia Provincial fuera de la capital de la provincia, a las que 
quedarán adscritos uno o varios partidos judiciales. 

3. En todo caso, y previo informe de la correspondiente Sala de Gobierno, el Consejo General del Poder 
Judicial podrá acordar que el conocimiento de determinadas clases de asuntos se atribuya en exclusiva a 
una sección de la Audiencia Provincial, que extenderá siempre su competencia a todo su ámbito 
territorial aun cuando existieren secciones desplazadas. Este acuerdo se publicará en el "Boletín Oficial 
del Estado". 

Artículo 82  

1. Las Audiencias Provinciales conocerán en el orden penal: 

 

• 1.º De las causas por delito, a excepción de los que la Ley atribuye al conocimiento de los 
Juzgados de lo Penal o de otros Tribunales previstos en esta Ley. 

• 2.º De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones dictadas por los Juzgados de 
Instrucción y de lo Penal de la provincia.  

Para el conocimiento de los recursos contra resoluciones de los Juzgados de Instrucción en 
juicio de delito leve la audiencia se constituirá con un solo Magistrado, mediante un turno de 
reparto. 

• 3.º De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones en materia penal dictadas por 
los Juzgados de Violencia sobre la Mujer de la provincia. A fin de facilitar el conocimiento de 
estos recursos, y atendiendo al número de asuntos existentes, deberán especializarse una o 
varias de sus secciones de conformidad con lo previsto en el artículo 98 de la presente Ley 
Orgánica. Esta especialización se extenderá a aquellos supuestos en que corresponda a la 
Audiencia Provincial el enjuiciamiento en primera instancia de asuntos instruidos por los 
Juzgados de Violencia sobre la Mujer de la provincia. 

• 4.º Las Audiencias Provinciales conocerán también de los recursos contra las resoluciones de 
los Juzgados de Menores con sede en la provincia y de las cuestiones de competencia entre los 
mismos. 

• 5.º De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones de los Juzgados de Vigilancia 
Penitenciaria, cuando la competencia no corresponda a la Sala de lo Penal de la Audiencia 
Nacional. 

 

DE LOS JUZGADOS DE INSTRUCCIÓN 
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Artículo 84  

En cada partido habrá uno o más Juzgados de Primera Instancia e Instrucción con sede en la capital de 
aquél y jurisdicción en todo su ámbito territorial. Tomarán su designación del municipio de su sede. 

Artículo 87  

1. Los Juzgados de Instrucción conocerán, en el orden penal: 

 

• a) De la instrucción de las causas por delito cuyo enjuiciamiento corresponda a las Audiencias 
Provinciales y a los Juzgados de lo Penal, excepto de aquellas causas que sean competencia de 
los Juzgados de Violencia sobre la Mujer. 

• b) Les corresponde asimismo dictar sentencia de conformidad con la acusación en los casos 
establecidos por la Ley. 

• c) Del conocimiento y fallo de los juicios por delito leve, salvo los que sean competencia de los 
Jueces de Paz, o de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer. 

• d) De los procedimientos de "habeas corpus". 

• e) De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones dictadas por los Juzgados de Paz 
del partido y de las cuestiones de competencia entre éstos. 

• f) De la adopción de la orden de protección a las víctimas de violencia sobre la mujer cuando 
esté desarrollando funciones de guardia, siempre que no pueda ser adoptada por el Juzgado de 
Violencia sobre la Mujer. 

• g) De la emisión y la ejecución de los instrumentos de reconocimiento mutuo de resoluciones 
penales en la Unión Europea que les atribuya la ley. 

 

2. Asimismo, los juzgados de instrucción conocerán de la autorización del internamiento de extranjeros 
en los centros de internamiento, así como del control de la estancia de éstos en los mismos y en las salas 
de inadmisión de fronteras. También conocerán de las peticiones y quejas que planteen los internos en 
cuanto afecten a sus derechos fundamentales. 
 

JUZGADOS DE VIOLENCIA SOBRE LA MUJER 

 
Artículo 87 bis  

1. En cada partido habrá uno o más Juzgados de Violencia sobre la Mujer, con sede en la capital de aquél 
y jurisdicción en todo su ámbito territorial. Tomarán su designación del municipio de su sede. 

2. Sin perjuicio de lo previsto en la legislación vigente sobre demarcación y planta judicial, el Gobierno, a 
propuesta del Consejo General del Poder Judicial y en su caso, con informe de la Comunidad Autónoma 
con competencias en materia de Justicia, podrá establecer mediante real decreto que los Juzgados de 
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Violencia sobre la Mujer que se determinen extiendan su jurisdicción a dos o más partidos dentro de la 
misma provincia.  

3. El Consejo General del Poder Judicial podrá acordar, previo informe de las Salas de Gobierno, que, en 
aquellas circunscripciones donde sea conveniente en función de la carga de trabajo existente, el 
conocimiento de los asuntos referidos en el artículo 87 ter de la presente Ley Orgánica, corresponda a 
uno de los Juzgados de Primera Instancia e Instrucción, o de Instrucción en su caso, determinándose en 
esta situación que uno solo de estos Órganos conozca de todos estos asuntos dentro del partido judicial, 
ya sea de forma exclusiva o conociendo también de otras materias. 

4. En los partidos judiciales en que exista un solo Juzgado de Primera Instancia e Instrucción será éste el 
que asuma el conocimiento de los asuntos a que se refiere el artículo 87 ter de esta Ley. 

 

Artículo 87 ter  

1. Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer conocerán, en el orden penal, de conformidad en todo caso 
con los procedimientos y recursos previstos en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, de los siguientes 
supuestos: 

 

• a) De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por los delitos recogidos 
en los títulos del Código Penal relativos a homicidio, aborto, lesiones, lesiones al feto, delitos 
contra la libertad, delitos contra la integridad moral, contra la libertad e indemnidad sexuales, 
contra la intimidad y el derecho a la propia imagen, contra el honor o cualquier otro delito 
cometido con violencia o intimidación, siempre que se hubiesen cometido contra quien sea o 
haya sido su esposa, o mujer que esté o haya estado ligada al autor por análoga relación de 
afectividad, aun sin convivencia, así como de los cometidos sobre los descendientes, propios o 
de la esposa o conviviente, o sobre los menores o personas con la capacidad modificada 
judicialmente que con él convivan o que se hallen sujetos a la potestad, tutela, curatela, 
acogimiento o guarda de hecho de la esposa o conviviente, cuando también se haya producido 
un acto de violencia de género.  

• b) De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por cualquier delito 
contra los derechos y deberes familiares, cuando la víctima sea alguna de las personas 
señaladas como tales en la letra anterior. 

• c) De la adopción de las correspondientes órdenes de protección a las víctimas, sin perjuicio de 
las competencias atribuidas al Juez de Guardia. 

• d) Del conocimiento y fallo de los delitos leves que les atribuya la ley cuando la víctima sea 
alguna de las personas señaladas como tales en la letra a) de este apartado 

• e) Dictar sentencia de conformidad con la acusación en los casos establecidos por la ley  

• f) De la emisión y la ejecución de los instrumentos de reconocimiento mutuo de resoluciones 
penales en la Unión Europea que les atribuya la ley.   

• g) De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por el delito de 
quebrantamiento previsto y penado en el artículo 468 del Código Penal cuando la persona 
ofendida por el delito cuya condena, medida cautelar o medida de seguridad se haya 
quebrantado sea o haya sido su esposa, o mujer que esté o haya estado ligada al autor por una 
análoga relación de afectividad aun sin convivencia, así como los descendientes, propios o de la 
esposa o conviviente, o sobre los menores o personas con la capacidad modificada 
judicialmente que con él convivan o que se hallen sujetos a la potestad, tutela, curatela, 
acogimiento o guarda de hecho de la esposa o conviviente. 

DE LOS JUZGADOS DE LO PENAL: 
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Artículo 89 bis  

1. En cada provincia, y con sede en su capital, habrá uno o varios Juzgados de lo Penal. Podrán 
establecerse Juzgados de lo Penal cuya jurisdicción se extienda a uno o varios partidos de la misma 
provincia, conforme a lo que disponga la legislación sobre demarcación y planta judicial, que fijará la 
ciudad donde tendrá su sede. Los Juzgados de lo Penal tomarán su denominación de la población donde 
tengan su sede. 

2. Los Juzgados de lo Penal enjuiciarán las causas por delito que la ley determine. 

A fin de facilitar el conocimiento de los asuntos instruidos por los Juzgados de Violencia sobre la Mujer, 
y atendiendo al número de asuntos existentes, deberán especializarse uno o varios Juzgados en cada 
provincia, de conformidad con lo previsto en el artículo 98 de la presente Ley.   

Corresponde asimismo a los Juzgados de lo Penal la ejecución de las sentencias dictadas en causas por 
delito por los Juzgados de Instrucción, y el reconocimiento y ejecución de las resoluciones que impongan 
sanciones pecuniarias transmitidas por las autoridades competentes de otros Estados miembros de la 
Unión Europea, cuando las mismas deban cumplirse en territorio español. 
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Tema 9 
 

Organización territorial del Estado. Constitución Española 
de 27 de diciembre de 1978. 
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▪ 9 – Organización territorial del Estado. Constitución Española de 27 de diciembre de 1978. 
 

TÍTULO VIII 
De la organización territorial del Estado 

 
CAPÍTULO PRIMERO 

 
PRINCIPIOS GENERALES 

Artículo 137.  

El Estado se organiza territorialmente en municipios, en provincias y en las Comunidades Autónomas 
que se constituyan. Todas estas entidades gozan de autonomía para la gestión de sus respectivos 
intereses. 

Artículo 138.  

1. El Estado garantiza la realización efectiva del principio de solidaridad, consagrado en el artículo 2 de la 
Constitución, velando por el establecimiento de un equilibrio económico, adecuado y justo, entre las 
diversas partes del territorio español, y atendiendo en particular a las circunstancias del hecho insular. 

2. Las diferencias entre los Estatutos de las distintas Comunidades Autónomas no podrán implicar, en 
ningún caso, privilegios económicos o sociales. 

Artículo 139.  

1. Todos los españoles tienen los mismos derechos y obligaciones en cualquier parte del territorio del 
Estado. 

2. Ninguna autoridad podrá adoptar medidas que directa o indirectamente obstaculicen la libertad de 
circulación y establecimiento de las personas y la libre circulación de bienes en todo el territorio 
español. 

 
 
 
 
CAPÍTULO II 
DE LA ADMINISTRACIÓN LOCAL 

Artículo 140.  

La Constitución garantiza la autonomía de los municipios. Estos gozarán de personalidad jurídica plena. 
Su gobierno y administración corresponde a sus respectivos Ayuntamientos, integrados por los Alcaldes 
y los Concejales. Los Concejales serán elegidos por los vecinos del municipio mediante sufragio 
universal, igual, libre, directo y secreto, en la forma establecida por la ley. Los Alcaldes serán elegidos 
por los Concejales o por los vecinos. La ley regulará las condiciones en las que proceda el régimen del 
concejo abierto. 

Artículo 141. 
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1. La provincia es una entidad local con personalidad jurídica propia, determinada por la agrupación de 
municipios y división territorial para el cumplimiento de las actividades del Estado. Cualquier alteración 
de los límites provinciales habrá de ser aprobada por las Cortes Generales mediante ley orgánica. 

2. El gobierno y la administración autónoma de las provincias estarán encomendados a Diputaciones u 
otras Corporaciones de carácter representativo. 

3. Se podrán crear agrupaciones de municipios diferentes de la provincia. 

4. En los archipiélagos, las islas tendrán además su administración propia en forma de Cabildos o 
Consejos. 

Artículo 142.  

Las Haciendas Locales deberán disponer de los medios suficientes para el desempeño de las funciones 
que la ley atribuye a las Corporaciones respectivas y se nutrirán fundamentalmente de tributos propios 
y de participación en los del Estado y de las Comunidades Autónomas. 
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CAPÍTULO III 
DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS 

Artículo 143. 

1. En el ejercicio del derecho a la autonomía reconocido en el artículo 2 de la Constitución, las provincias 
limítrofes con características históricas, culturales y económicas comunes, los territorios insulares y las 
provincias con entidad regional histórica podrán acceder a su autogobierno y constituirse en 
Comunidades Autónomas con arreglo a lo previsto en este Título y en los respectivos Estatutos. 

2. La iniciativa del proceso autonómico corresponde a todas las Diputaciones interesadas o al órgano 
interinsular correspondiente y a las dos terceras partes de los municipios cuya población represente, al 
menos, la mayoría del censo electoral de cada provincia o isla. Estos requisitos deberán ser cumplidos 
en el plazo de seis meses desde el primer acuerdo adoptado al respecto por alguna de las Corporaciones 
locales interesadas. 

3. La iniciativa, en caso de no prosperar, solamente podrá reiterarse pasados cinco años. 

Artículo 144. 

Las Cortes Generales, mediante ley orgánica, podrán, por motivos de interés nacional: 

a) Autorizar la constitución de una comunidad autónoma cuando su ámbito territorial no supere el de 
una provincia y no reúna las condiciones del apartado 1 del artículo 143. 

b) Autorizar o acordar, en su caso, un Estatuto de autonomía para territorios que no estén integrados en 
la organización provincial. 

c) Sustituir la iniciativa de las Corporaciones locales a que se refiere el apartado 2 del artículo 143. 

Artículo 145.  

1. En ningún caso se admitirá la federación de Comunidades Autónomas. 

2. Los Estatutos podrán prever los supuestos, requisitos y términos en que las Comunidades Autónomas 
podrán celebrar convenios entre sí para la gestión y prestación de servicios propios de las mismas, así 
como el carácter y efectos de la correspondiente comunicación a las Cortes Generales. En los demás 
supuestos, los acuerdos de cooperación entre las Comunidades Autónomas necesitarán la autorización 
de las Cortes Generales. 

 

Artículo 146. 

El proyecto de Estatuto será elaborado por una asamblea compuesta por los miembros de la Diputación 
u órgano interinsular de las provincias afectadas y por los Diputados y Senadores elegidos en ellas y será 
elevado a las Cortes Generales para su tramitación como ley. 

Artículo 147. 
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1. Dentro de los términos de la presente Constitución, los Estatutos serán la norma institucional básica 
de cada Comunidad Autónoma y el Estado los reconocerá y amparará como parte integrante de su 
ordenamiento jurídico. 

2. Los Estatutos de autonomía deberán contener: 

a) La denominación de la Comunidad que mejor corresponda a su identidad histórica. 

b) La delimitación de su territorio. 

c) La denominación, organización y sede de las instituciones autónomas propias. 

d) Las competencias asumidas dentro del marco establecido en la Constitución y las bases para el 
traspaso de los servicios correspondientes a las mismas. 

3. La reforma de los Estatutos se ajustará al procedimiento establecido en los mismos y requerirá, en 
todo caso, la aprobación por las Cortes Generales, mediante ley orgánica. 

Artículo 148. 

1. Las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias en las siguientes materias: 

1.ª Organización de sus instituciones de autogobierno 

2.ª Las alteraciones de los términos municipales comprendidos en su territorio y, en general, las 
funciones que correspondan a la Administración del Estado sobre las Corporaciones locales y cuya 
transferencia autorice la legislación sobre Régimen Local. 

3.ª Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda. 

4.ª Las obras públicas de interés de la Comunidad Autónoma en su propio territorio. 

5.ª Los ferrocarriles y carreteras cuyo itinerario se desarrolle íntegramente en el territorio de la 
Comunidad Autónoma y, en los mismos términos, el transporte desarrollado por estos medios o por 
cable. 

6.ª Los puertos de refugio, los puertos y aeropuertos deportivos y, en general, los que no desarrollen 
actividades comerciales. 

7.ª La agricultura y ganadería, de acuerdo con la ordenación general de la economía. 

8.ª Los montes y aprovechamientos forestales. 

9.ª La gestión en materia de protección del medio ambiente. 

10.ª Los proyectos, construcción y explotación de los aprovechamientos hidráulicos, canales y regadíos 
de interés de la Comunidad Autónoma; las aguas minerales y termales. 

11.ª La pesca en aguas interiores, el marisqueo y la acuicultura, la caza y la pesca fluvial. 
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12.ª Ferias interiores. 

13.ª El fomento del desarrollo económico de la Comunidad Autónoma dentro de los objetivos marcados 
por la política económica nacional. 

14.ª La artesanía. 

15.ª Museos, bibliotecas y conservatorios de música de interés para la Comunidad Autónoma. 

16.ª Patrimonio monumental de interés de la Comunidad Autónoma. 

17.ª El fomento de la cultura, de la investigación y, en su caso, de la enseñanza de la lengua de la 
Comunidad Autónoma. 

18.ª Promoción y ordenación del turismo en su ámbito territorial. 

19.ª Promoción del deporte y de la adecuada utilización del ocio. 

20.ª Asistencia social. 

21.ª Sanidad e higiene. 

22.ª La vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones. La coordinación y demás facultades en 
relación con las policías locales en los términos que establezca una ley orgánica. 

2. Transcurridos cinco años, y mediante la reforma de sus Estatutos, las Comunidades Autónomas 
podrán ampliar sucesivamente sus competencias dentro del marco establecido en el artículo 149. 

 

 

Artículo 149. 

1. El Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias: 

1.ª La regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el 
ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales. 

2.ª Nacionalidad, inmigración, emigración, extranjería y derecho de asilo. 

3.ª Relaciones internacionales. 

4.ª Defensa y Fuerzas Armadas. 

5.ª Administración de Justicia. 

6.ª Legislación mercantil, penal y penitenciaria; legislación procesal, sin perjuicio de las necesarias 
especialidades que en este orden se deriven de las particularidades del derecho sustantivo de las 
Comunidades Autónomas. 
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7.ª Legislación laboral, sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las Comunidades Autónomas. 

8.ª Legislación civil, sin perjuicio de la conservación, modificación y desarrollo por las Comunidades 
Autónomas de los derechos civiles, forales o especiales, allí donde existan. En todo caso, las reglas 
relativas a la aplicación y eficacia de las normas jurídicas, relaciones jurídico-civiles relativas a las formas 
de matrimonio, ordenación de los registros e instrumentos públicos, bases de las obligaciones 
contractuales, normas para resolver los conflictos de leyes y determinación de las fuentes del derecho, 
con respeto, en este último caso, a las normas de derecho foral o especial. 

9.ª Legislación sobre propiedad intelectual e industrial. 

10.ª Régimen aduanero y arancelario; comercio exterior. 

11.ª Sistema monetario: divisas, cambio y convertibilidad; bases de la ordenación de crédito, banca y 
seguros. 

12.ª Legislación sobre pesas y medidas, determinación de la hora oficial. 

13.ª Bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica. 

14.ª Hacienda general y Deuda del Estado. 

15.ª Fomento y coordinación general de la investigación científica y técnica. 

16.ª Sanidad exterior. Bases y coordinación general de la sanidad. Legislación sobre productos 
farmacéuticos. 

17.ª Legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social, sin perjuicio de la ejecución de sus 
servicios por las Comunidades Autónomas. 

18.ª Las bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas y del régimen estatutario de los 
funcionarios que, en todo caso, garantizarán a los administrados un tratamiento común ante ellas; el 
procedimiento administrativo común, sin perjuicio de las especialidades derivadas de la organización 
propia de las Comunidades Autónomas; legislación sobre expropiación forzosa; legislación básica sobre 
contratos y concesiones administrativas y el sistema de responsabilidad de todas las Administraciones 
públicas. 

19.ª Pesca marítima, sin perjuicio de las competencias que en la ordenación del sector se atribuyan a las 
Comunidades Autónomas. 

20.ª Marina mercante y abanderamiento de buques; iluminación de costas y señales marítimas; puertos 
de interés general; aeropuertos de interés general; control del espacio aéreo, tránsito y transporte 
aéreo, servicio meteorológico y matriculación de aeronaves. 

21.ª Ferrocarriles y transportes terrestres que transcurran por el territorio de más de una Comunidad 
Autónoma; régimen general de comunicaciones; tráfico y circulación de vehículos a motor; correos y 
telecomunicaciones; cables aéreos, submarinos y radiocomunicación. 

22.ª La legislación, ordenación y concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos cuando las aguas 
discurran por más de una Comunidad Autónoma, y la autorización de las instalaciones eléctricas cuando 
su aprovechamiento afecte a otra Comunidad o el transporte de energía salga de su ámbito territorial. 
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23.ª Legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de las 
Comunidades Autónomas de establecer normas adicionales de protección. La legislación básica sobre 
montes, aprovechamientos forestales y vías pecuarias. 

24.ª Obras públicas de interés general o cuya realización afecte a más de una Comunidad Autónoma. 

25.ª Bases del régimen minero y energético. 

26.ª Régimen de producción, comercio, tenencia y uso de armas y explosivos. 

27.ª Normas básicas del régimen de prensa, radio y televisión y, en general, de todos los medios de 
comunicación social, sin perjuicio de las facultades que en su desarrollo y ejecución correspondan a las 
Comunidades Autónomas. 

28.ª Defensa del patrimonio cultural, artístico y monumental español contra la exportación y la 
expoliación; museos, bibliotecas y archivos de titularidad estatal, sin perjuicio de su gestión por parte de 
las Comunidades Autónomas. 

29.ª Seguridad pública, sin perjuicio de la posibilidad de creación de policías por las Comunidades 
Autónomas en la forma que se establezca en los respectivos Estatutos en el marco de lo que disponga 
una ley orgánica. 

30.ª Regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos académicos y 
profesionales y normas básicas para el desarrollo del artículo 27 de la Constitución, a fin de garantizar el 
cumplimiento de las obligaciones de los poderes públicos en esta materia. 

31.ª Estadística para fines estatales. 

32.ª Autorización para la convocatoria de consultas populares  

2. Sin perjuicio de las competencias que podrán asumir las Comunidades Autónomas, el Estado 
considerará el servicio de la cultura como deber y atribución esencial y facilitará la comunicación 
cultural entre las Comunidades Autónomas, de acuerdo con ellas. 

3. Las materias no atribuidas expresamente al Estado por esta Constitución podrán corresponder a las 
Comunidades Autónomas, en virtud de sus respectivos Estatutos. La competencia sobre las materias 
que no se hayan asumido por los Estatutos de Autonomía corresponderá al Estado, cuyas normas 
prevalecerán, en caso de conflicto, sobre las de las Comunidades Autónomas en todo lo que no esté 
atribuido a la exclusiva competencia de éstas. El derecho estatal será, en todo caso, supletorio del 
derecho de las Comunidades Autónomas. 

Artículo 150. 

1. Las Cortes Generales, en materia de competencia estatal, podrán atribuir a todas o a alguna de las 
Comunidades Autónomas la facultad de dictar, para sí mismas, normas legislativas en el marco de los 
principios, bases y directrices fijados por una ley estatal. Sin perjuicio de la competencia de los 
Tribunales, en cada ley marco se establecerá la modalidad del control de las Cortes Generales sobre 
estas normas legislativas de las Comunidades Autónomas. 

2. El Estado podrá transferir o delegar en las Comunidades Autónomas, mediante ley orgánica, 
facultades correspondientes a materia de titularidad estatal que por su propia naturaleza sean 
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susceptibles de transferencia o delegación. La ley preverá en cada caso la correspondiente transferencia 
de medios financieros, así como las formas de control que se reserve el Estado. 

3. El Estado podrá dictar leyes que establezcan los principios necesarios para armonizar las disposiciones 
normativas de las Comunidades Autónomas, aun en el caso de materias atribuidas a la competencia de 
éstas, cuando así lo exija el interés general. Corresponde a las Cortes Generales, por mayoría absoluta 
de cada Cámara, la apreciación de esta necesidad. 

 

Artículo 151. 

1. No será preciso dejar transcurrir el plazo de cinco años, a que se refiere el apartado 2 del artículo 148, 
cuando la iniciativa del proceso autonómico sea acordada dentro del plazo del artículo 143, 2, además 
de por las Diputaciones o los órganos interinsulares correspondientes, por las tres cuartas partes de los 
municipios de cada una de las provincias afectadas que representen, al menos, la mayoría del censo 
electoral de cada una de ellas y dicha iniciativa sea ratificada mediante referéndum por el voto 
afirmativo de la mayoría absoluta de los electores de cada provincia en los términos que establezca una 
ley orgánica. 

2. En el supuesto previsto en el apartado anterior, el procedimiento para la elaboración del Estatuto 
será el siguiente: 

1.º El Gobierno convocará a todos los Diputados y Senadores elegidos en las circunscripciones 
comprendidas en el ámbito territorial que pretenda acceder al autogobierno, para que se constituyan en 
Asamblea, a los solos efectos de elaborar el correspondiente proyecto de Estatuto de autonomía, 
mediante el acuerdo de la mayoría absoluta de sus miembros. 

2.º Aprobado el proyecto de Estatuto por la Asamblea de Parlamentarios, se remitirá a la Comisión 
Constitucional del Congreso, la cual, dentro del plazo de dos meses, lo examinará con el concurso y 
asistencia de una delegación de la Asamblea proponente para determinar de común acuerdo su 
formulación definitiva. 

3.º Si se alcanzare dicho acuerdo, el texto resultante será sometido a referéndum del cuerpo electoral 
de las provincias comprendidas en el ámbito territorial del proyectado Estatuto. 

4.º Si el proyecto de Estatuto es aprobado en cada provincia por la mayoría de los votos válidamente 
emitidos, será elevado a las Cortes Generales. Los Plenos de ambas Cámaras decidirán sobre el texto 
mediante un voto de ratificación. Aprobado el Estatuto, el Rey lo sancionará y lo promulgará como ley. 

5.º De no alcanzarse el acuerdo a que se refiere el apartado 2 de este número, el proyecto de Estatuto 
será tramitado como proyecto de ley ante las Cortes Generales. El texto aprobado por éstas será 
sometido a referéndum del cuerpo electoral de las provincias comprendidas en el ámbito territorial del 
proyectado Estatuto. En caso de ser aprobado por la mayoría de los votos válidamente emitidos en cada 
provincia, procederá su promulgación en los términos del párrafo anterior. 

3. En los casos de los párrafos 4 y 5 del apartado anterior, la no aprobación del proyecto de Estatuto por 
una o varias provincias no impedirá la constitución entre las restantes de la Comunidad Autónoma 
proyectada en la forma que establezca la ley orgánica prevista en el apartado 1 de este artículo. 
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Artículo 152.  

1. En los Estatutos aprobados por el procedimiento a que se refiere el artículo anterior, la organización 
institucional autonómica se basará en una Asamblea Legislativa, elegida por sufragio universal, con 
arreglo a un sistema de representación proporcional que asegure, además, la representación de las 
diversas zonas del territorio; un Consejo de Gobierno con funciones ejecutivas y administrativas y un 
Presidente, elegido por la Asamblea, de entre sus miembros, y nombrado por el Rey, al que corresponde 
la dirección del Consejo de Gobierno, la suprema representación de la respectiva Comunidad y la 
ordinaria del Estado en aquélla. El Presidente y los miembros del Consejo de Gobierno serán 
políticamente responsables ante la Asamblea. 

Un Tribunal Superior de Justicia, sin perjuicio de la jurisdicción que corresponde al Tribunal Supremo, 
culminará la organización judicial en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma. En los Estatutos 
de las Comunidades Autónomas podrán establecerse los supuestos y las formas de participación de 
aquéllas en la organización de las demarcaciones judiciales del territorio. Todo ello de conformidad con 
lo previsto en la ley orgánica del poder judicial y dentro de la unidad e independencia de éste. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 123, las sucesivas instancias procesales, en su caso, se 
agotarán ante órganos judiciales radicados en el mismo territorio de la Comunidad Autónoma en que 
esté el órgano competente en primera instancia. 

2. Una vez sancionados y promulgados los respectivos Estatutos, solamente podrán ser modificados 
mediante los procedimientos en ellos establecidos y con referéndum entre los electores inscritos en los 
censos correspondientes. 

3. Mediante la agrupación de municipios limítrofes, los Estatutos podrán establecer circunscripciones 
territoriales propias, que gozarán de plena personalidad jurídica. 

Artículo 153.  

El control de la actividad de los órganos de las Comunidades Autónomas se ejercerá: 

a) Por el Tribunal Constitucional, el relativo a la constitucionalidad de sus disposiciones normativas con 
fuerza de ley. 

b) Por el Gobierno, previo dictamen del Consejo de Estado, el del ejercicio de funciones delegadas a que 
se refiere el apartado 2 del artículo 150. 

c) Por la jurisdicción contencioso-administrativa, el de la administración autónoma y sus normas 
reglamentarias. 

d) Por el Tribunal de Cuentas, el económico y presupuestario. 

 

Artículo 154.  

Un Delegado nombrado por el Gobierno dirigirá la Administración del Estado en el territorio de la 
Comunidad Autónoma y la coordinará, cuando proceda, con la administración propia de la Comunidad. 

Artículo 155. 



 

 88  

1. Si una Comunidad Autónoma no cumpliere las obligaciones que la Constitución u otras leyes le 
impongan, o actuare de forma que atente gravemente al interés general de España, el Gobierno, previo 
requerimiento al Presidente de la Comunidad Autónoma y, en el caso de no ser atendido, con la 
aprobación por mayoría absoluta del Senado, podrá adoptar las medidas necesarias para obligar a 
aquélla al cumplimiento forzoso de dichas obligaciones o para la protección del mencionado interés 
general. 

2. Para la ejecución de las medidas previstas en el apartado anterior, el Gobierno podrá dar 
instrucciones a todas las autoridades de las Comunidades Autónomas. 

Artículo 156.  

1. Las Comunidades Autónomas gozarán de autonomía financiera para el desarrollo y ejecución de sus 
competencias con arreglo a los principios de coordinación con la Hacienda estatal y de solidaridad entre 
todos los españoles. 

2. Las Comunidades Autónomas podrán actuar como delegados o colaboradores del Estado para la 
recaudación, la gestión y la liquidación de los recursos tributarios de aquél, de acuerdo con las leyes y 
los Estatutos. 

Artículo 157. 

1. Los recursos de las Comunidades Autónomas estarán constituidos por: 

a) Impuestos cedidos total o parcialmente por el Estado; recargos sobre impuestos estatales y otras 
participaciones en los ingresos del Estado. 

b) Sus propios impuestos, tasas y contribuciones especiales. 

c) Transferencias de un Fondo de Compensación interterritorial y otras asignaciones con cargo a los 
Presupuestos Generales del Estado. 

d) Rendimientos procedentes de su patrimonio e ingresos de derecho privado. 

e) El producto de las operaciones de crédito. 

2. Las Comunidades Autónomas no podrán en ningún caso adoptar medidas tributarias sobre bienes 
situados fuera de su territorio o que supongan obstáculo para la libre circulación de mercancías o 
servicios. 

3. Mediante ley orgánica podrá regularse el ejercicio de las competencias financieras enumeradas en el 
precedente apartado 1, las normas para resolver los conflictos que pudieran surgir y las posibles formas 
de colaboración financiera entre las Comunidades Autónomas y el Estado. 

 

Artículo 158. 

1. En los Presupuestos Generales del Estado podrá establecerse una asignación a las Comunidades 
Autónomas en función del volumen de los servicios y actividades estatales que hayan asumido y de la 
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garantía de un nivel mínimo en la prestación de los servicios públicos fundamentales en todo el 
territorio español. 

2. Con el fin de corregir desequilibrios económicos interterritoriales y hacer efectivo el principio de 
solidaridad, se constituirá un Fondo de Compensación con destino a gastos de inversión, cuyos recursos 
serán distribuidos por las Cortes Generales entre las Comunidades Autónomas y provincias, en su caso. 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


